


Casa abierta al tiempo 

UNIVERSIDAD AUTO NOMA 

METROPOLITANA 

UNIDAD - XOCHIMILCD 
DIVISION DE CIENCIAS SOCIALES Y HUMANIDADES 

MAESTRIA EN POLlTlCAS PUBLICAS 

EVALUACION DEL IMPACTO DE LA REFORMA AL 

ARTICULO 27 CONSTITUC IONAL EL MUNIC IPIO DE 

IGUALA GUERRERO , MEXICO_ 

T E s I s 
QUE PARA OBTENER EL GRADO DE 

MAESTRO EN POLlTICAS PUBLICAS 

P R E S E N T A 

PALEMON CAITI'IEJON SALGADO 

DIRECTOR DE TESIS: MTRO. LUCIANO CONCHEIAQ BOAQUEZ 

M EXICO, D, F, JULIO DE 199B 



TEMA: POLíTICA AGRARIA 

TITULO: EVALUACiÓN DEL IMPACTO DE LA REFORMA AL 
ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL: EL MUNICIPIO 
DE IGUALA GUERRERO, MEXICO. 

PROBLEMA: MARCO JURíDICO Y DISTRIBUCiÓN DE LA 
TIERRA A LOS CAMPESINOS. 



AGRADECIMIENTOS 

Al Miro. luciano Concheiro B6rquez, por su paciencia y disposición, en la 
acertada dirección. 

A la Mira. Giovana Valenli por su asesoramiento constante y sus palabras de 
aliento 

Al Dr. Roberto Diego Ouintana por su disposición y acertada opinión en el 
presente trabajo. 

A todos los docentes de la Maestría en Políticas Públicas, de qUIenes tomo lo 
más slgmficativo de su conocimiento y experiencia, que aplicaré en mi vida profesional 

Al Miro Fernando Bazue, por su orientación en la estructuración del presente 
traba;o 

Al Miro. Pedro Moreno Satazar coordinador de la maestría, por las orientaciones 
y facilidades para mi ti lulaciÓn. 

A mis compañeros de generación. de los cuales aprendí permanentemente. 

A la Escuela Superior de Agricultura de la Universidad Autónoma de Guerrero, 
Que ha sido la institución sensibilizadora, Que me inició en el problema público rural. 

Al Banco de México por el apoyo Que me brindó en el momento en Que mas 
requeria para continuar con esta empresa. 

Al CONACyT por haberme favorecido con la beca Que posibilitó mi permanenCIa 
en estos estudios. 

A mis padres: Heleodoro e Isidra Quienes me han enseñado el camino de la 
superación y de Quienes he recibido el apoyo decidido. 

A mi esposa e hijos: Minerva, Nancy, Bety, Tania y Ernesto por cederme tiempo 
para la realización del presente trabajo. 

A todas las personas Que de una u otra manera participaron y con su 
colaboración hicieron posible la realización de este sencillo trabaJo. 

A todos gracias . 



DEDICATORIA 

A ese sector tan marginado, y que sin embargo 
sigue en la resistencia y en la lucha por preservar lo 
único que le queda, su dignidad. 

A ellos, los campesinos. 



IN DICE 

Pags. 

AGRADECIMIENTOS ..................... .... .. ............. . ...... ...... . . 3 

DEDICATORIA .... ........................... ... ........ ...................... .. 4 

INTRODUCCION ......................................................................... 7 

CAPITULO l.· CONCEPTOS, ENFOQUE Y PROBLEMA PÚBLICO 
A ESTUDIAR. ......................................... ............... 10 

1.· El enfoque de politica pública .................................. 10 
2.- Leyes y problemas públicos ..... ...... o.. . .... 19 
3.- Formas de propiedad de la tierra y desarrollo 

socioecon6mico... ... ... ............... o ••••• 37 
4.- El caso del ejido en México .. o •• o ••••••• o •• o •••••••••• o •• o •• o ••••••• 40 
5.- Evaluación del impacto de la reforma al articulo 27 de la 

constitución política de los estados unidos mexicanOS .... 43 
6.- Estrateg ia metodológica .... . ...... 47 
7.- Modelo evaluativo........ ...... ............ .. . ........................ 50 

CAPíTULO 11.- lA REFORMA AL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL: 
PROBLEMAS PÚBLICOS ASOCIADOS CON LAS 
REFORMAS DE TENENCIA DE LA TIERRA Y 
PROPÓSITOS DEL lEGISLADOR.. . .................. 54 

1.- Oiagnóstico de la situación agraria y agrícola previa a 
la reforma ............... o', ••••••••••••••••••••••••• ••••• o •••••••••• . .. 55 

2.- Características de la reforma 
3.- El sentido de la reforma 

........................ . 58 

.............. 61 

4.- Crítica de la reforma .... . ............... 64 

CAPíTULO 111.- El PROCESO DE IMPlEMENTACION DE lA 
REFORMA: 1992-1998.. ... ... ...... ..... ... . .................. 69 

1.- Descripción del nuevo entramado gubernamental para 
implementar la reforma.. . .................... 70 

, 



2.· Crítica de las políticas gubernamentales dirigidas a 
implementar la reforma .. ...... ... ... . ............... 74 

CAPiTULO IV. EL IMPACTO DE LA REFORMA EN EL MUNICIPIO 
DE IGUALA, GUERRERO .. . .. 76 

1.· Area de estudio ............................................................ 76 
2.· Situación de los ejidos después de la reforma .. . .. 79 
3.·Relación entre los actores rurales ........................ 82 

a).· Las relaciones entre ejidatarios .................................. 83 
b).· La relación entre los ejidatarios y las organizaciones .. 83 
c) .- Relación entre los ejidatarios con las autoridades ..... B4 
d).· Relación productiva .. ... ... .... . ........................... 85 

CAPITULO V.- CONCLUSIONES, SUGERENCIAS Y 
RECOMENDACIONES DE POLlTICAS ........................... 87 
1 .• Conclusiones ........................................................ 87 
2.· Sugerencias y recomendaciones de políticas ......... 93 

ANEXOS ............ 97 

Encuesta de la investigación ............................................. 97 

BIBLlOGRAFIA ... . .... 101 

6 



INTRODUCCION 

En el presente trabajo, se aborda uno de los problemas públicos que 
más afecta a nuestro país en general y de manera particular al medio rural : 
el problema agrario. 

El objetivo central de esta investigación es la de poder evaluar el 
impacto de los efectos derivados de la instrumentación de la reforma al 
articulo 27 constitucional de 1992, en los ejidos que constituyen el municipio 
de Iguala, Guerrero. 

Es importante continuar realizando estudios acerca de política y de las 
políticas públicas, ya que esto nos permite explicar las acciones públicas 
que rea lizan los políticos y los procesos que se presentan con los 
destinatarios de las políticas. En este proceso es importante considerar, 
cómo fue la actuación de cada uno de los actores involucrados en el 
problema público, desde la identificación del problema, el diseño, la 
implementación, la evaluación y las acciones derivadas del proceso. 

En este sentido, podemos decir que las políticas son de hecho las 
teorías tentativas ·relacionadas con la naturaleza de los procesos sociales· 
por eso el análisis de políticas debería convertirse en un órgano de 
evaluación crítica de las soluciones propuestas. 

El estudio de caso se realizó en el Municipio de Iguala, Guerrero., 
que se localiza al norte de Chilpancingo, capital del estado de Guerrero, 
dónde se pudieron observar los efectos causados con la última reforma al 
artículo 27 constitucional . 

En el presente trabajo se determina primeramente el entorno socio· 
politico significativo del problema agrario que enfrenta la politica en 
cuestión, para posteriormente recabar, organizar e interpretar la información 
pertinente que nos permite formular juicios y elaborar estimaciones sobre la 
factibilidad política y el impacto que conlleva al mejoramiento y calidad de 
vida. 
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Para el caso de la política gubernamental en estudio, el legislador 
forzosamente realizó una evaluación (concebida como un proceso paralelo 
a la implementación de las politicas), ex-ante y ex-post, que permite a 
través de indicadores cualitativos y cuantitativos identificar los elementos 
que determinan el éxito o fracaso de la política pública. 

El municipio de Iguala presenta caracteristicas diversas en cuanto a 
estratos sociales, niveles económicos, políticos, ideológicos, organizativos, 
calidad del suelo, cultivos, medios de comunicación, comercio y cultura, 
entre otros, que nos permite realizar este estudio con objetividad y obtener 
información que nos posibilita, hacer contrastes entre los objetivos de la 
reforma en cuestión y la realidad, por lo tanto es un municipio con 
características representativas para el caso que nos ocupa . 

Dicha reforma se da el 6 de enero de 1992, en el marco de la 
globalización y liberalización de la economía, con la cual se pretende 
implementar un nuevo modelo de desarrollo dirigido al campo, con el fin de 
llevar a cabo la liberal ización de la tierra. Con esta reforma el Estado 
mexicano: 1.- Da por terminado el reparto agrario; 2.- Facilita la privatización 
y concentración de la tierra de acuerdo a las necesidades del capital ; 3.­
Orienta la producción hacia la competitividad en el mercado internacional; 
4.- Provoca considerablemente la reducción de la superficie destinada a los 
cultivos básicos; 5.- Termina con los organismos paraestatales que 
operativizan el financiamiento y 6.- Se establecen nuevas formas de 
relación entre el Estado y los productores y sus organizaciones. 

En el presente trabajo abordamos con mayor detenimiento las distintas 
fases por las que ha pasado el reparto agrario desde 1917 a la fecha, 
durante las cuales se puede apreciar el gradualismo que imprimió el Estado 
mexicano, hasta llegar a la aprobación de la reforma al artículo 27 que 
sienta las bases jurídicas para dar por terminado el reparto agrario y 
posibilitar, la privatización del ejido 

Este estudio se valida con la información emitida de manera directa 
por los actores del caso, los campesinos, y los deseos manifiestos de que 
en lo sucesivo las normas que regulen la relación entre el poder público y el 
público usuario se den mediante un proceso participativo. 

La actual reforma al 27 constitucional , se considera que no aborda la 
esencia del problema agrario, es decir, con la privatización del ejido y 
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supresión del reparto agrario: se dejan intactas grandes superficies de tierra 
que constituyen verdaderos latifundios, quedando por lo tanto tierras por 
repartir: no se ha visto incrementada la producción y productividad, ni se ha 
terminado con los conflictos sociales por no ser elevados los niveles y 
calidad de vida, por el contrario se han agudizado los problemas que ya se 
venían señalando anteriormente como: la desintegración familiar, la 
migración, la explotación irracional de los recursos naturales, entre otros, 
como consecuencia de la falta de un marco juridico propio dirigido a la 
atención de estos problemas. 

En esencia se observa una aplicación incorrecta de las politicas que 
acompañan a la reforma como es el caso de programas como PROCAMPO, 
el incremento en el uso clientelar en momentos electorales, la venta de 
tierras no es perceptible debido al arraigo cultural en cuanto a la posesión 
de la tierra y al escepticismo de los inversionistas, se sigue produciendo 
solo para el abasto familiar y el excedente se lleva al mercado local o 
reg ional, se ha incrementado la oferta de mano de obra en actividades no 
agropecuarias. 

Con la consideración y ponderación de ciertos indicadores como: 
grado académico, empleo, uso del suelo, producción por unidad de 
superficie, destino de la producción, superficie de la parcela, grado de 
mecanización, forma organizativa, etcétera, nos permitió arribar a algunas 
conclusiones y hacer recomendaciones y sugerencias, que nos confirman 
que cuando los destinatarios a quienes van dirigidas las politicas, no son 
incluidos en el proceso, el impacto no es el esperado. 
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CAPITULO I 

CONCEPTOS, ENFOQUE Y PROBLEMA PUBLICO A ESTUDIAR 

1.- EL ENFOQUE DE POLiTICA PUBLICA. 

Es común considerar a la ciencia como la actividad que está libre de 
valores, no así a la política que se cree que es una actividad de orientación 
valorativa. Lo anterior se puede aceptar parcialmente, debido a que en 
ambos aspectos participan seres humanos que con actitudes y en algunos 
casos con pasiones, generalmente interfieren tanto en la percepción como 
en el juicio de sus análisis y decisiones. 

Partimos de varias acepciones, por ello. con el fin de no incurrir en 
interpretaciones que conduzcan a desviaciones conceptuales, precisamos lo 
que entendemos y queremos decir en cada caso. No pretendemos entrar en 
un debate teórico, por lo que s610 señalamos los términos tal como se usan 
a lo largo de la tesis. 

Según Meny y Thoenig (1992). una polílica pública es el resullado de 
la actividad de una autoridad investida de poder público y de legitimidad 
gubernamental. En países latinos como el nuestro. política tiene varias 
acepciones pero politica es lo que en inglés se llama politics distinto de otro 
término denominado poliey que se designa a la acción de un programa o a 
una perspectiva de actividad. 

En este sentido política pública es un programa de acción 
gubernamental en un sector de la sociedad o en un espacio geográfico en 
donde el actor principal es la autoridad gubernamental, aún cuando no es el 
único actor activo, intervienen otros que no son precisamente pasivos como 
los organismos, grupos e instituciones. Generalmente se le atribuyen las 
siguientes características: un contenido, un programa, una orientación 
normativa, un factor de coerción y una competencia social. 
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Por lo tanto una política pública se compone por todo aquello que los 
actores gubernamentales deciden o no hacer. 

Las politicas públicas se ocupan de estudiar los problemas públicos y 
los procesos decisionales de las autoridades jurídicamente públicas. En 
este sentido las políticas públicas conllevan un sistema multidisciplinario 
por su naturaleza científico- técnica. 

Las políticas públicas en muchos de los casos designan las políticas 
gubernamentales, estatales u organizacionales en un período determinado, 
estas determinan las estrategias de acción de las políticas que le son 
imputables a los responsables del gobierno u organizaciones en su 
cotidiano quehacer frente a los diversos problemas que enfrenta cada 
coyuntura. Dichas estrategias tienen sentido público cuando responden al 
resultado de la agregación de las voluntades individuales del público 
ciudadano. 

Según Méndez (1995), el campo de lo público involucra o deberia 
involucrar también a la sociedad civil , así como el grado de la ~p ubli cidad · 

de una política, la eficacia con que se usan los recursos del Estado (que son 
recursos públicos) , en los problemas estructurales o de largo plazo de una 
sociedad. 

Para poder tener un acercamiento sobre Política Pública, partimos de 
la diferencia que existe entre política (politics) como proceso político y 
políticas (palicy) como la dimensión técnica de toda decisión social (Bazúa y 
Valenti , 1993 y Sáez, 1997). Entre ' la política' y ' las políticas' o bien entre 
decisiones políticas y decisiones de política. 

Siguiendo a los autores referidos, la politics es entendida como 
proceso social de producción activa de la legitimidad y el consenso acerca 
del orden estatal, nos sirve como indicador de las decisiones del poder 
establecido. Es en los Estados democráticos, por las características 
sistémicas que presentan, en donde la pofitics adquiere una centralidad 
causal y estratégica en el proceso de toma de decisiones gubernamentales 
tanto en su dimensión política como técnica. 

las pollticas (policy) , a diferencia de la polltica (pofitics) , se refieren a 
la magnitud técnica de toda decisión social , recolectan y procesan datos, asi 
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como formulan teorias y propuestas de solución de los problemas públicos 
que aquejan a la sociedad. 

Toda polftica pública se relaciona a un problema público 
(Méndez, 1995), ya que contiene por lo menos seis elementos básicos: 1).­
El problema, 2).- El diagnóstico, 3).- La solución, 4).- La estrategia, 5).- Los 
recursos y 6).- La ejecución. Siguiendo al mismo autor, las políticas públicas 
implican un diagnóstico sobre las causas del problema y las medidas que lo 
pudiesen resolver o mitigar. 

Sin embargo, conceptualizar de una manera definitiva a las políticas 
públicas es una limitante ya que la realidad nos impone muchos y difíciles 
retos por analizar, por lo tanto y coincidiendo con Méndez, podemos decir 
que no todas las acciones estatales representan políticas, sino que son 
diferentes tipos de acción estatal. 

Al referirnos a la politica gubernamental lo hacemos pensando 
en las decisiones de gobierno, que sin la participación de los ciudadanos, 
tienen oomo objetivo principal resolver problemas en donde no 
necesariamente está de por medio la racionalidad, ni la maximización de 
beneficios ni la disminución de costos a los ciudadanos contribuyentes, en 
otras palabras está ausente el interés del público ciudadano. Derivado de lo 
anterior, podemos observar que otra característica de la política 
gubernamental es la de ser alienante. 

Al hablar de política pública -a diferencia de lo anterior- en este caso 
se está incorporando tanto la opinión oomo la participación y la 
corresponsabilidad de los ciudadanos, se trata de implementar políticas oon 
fundamento legal, que cuenten con apoyo político y que la viabilidad 
administrativa y la racionalidad económica no signifiquen cargas excesivas 
para el interés colectivo. La finalidad del análisis de la política pública es la 
de encontrar el error para presentar alternativas de solución de los 
problemas públicos. 

Considerando lo anterior, entendemos la evaluación como el proceso 
de valoración de las políticas antes, durante y después de su 
instrumentación con el objeto de prever su inviabilidad tanto en el aspecto 
económico como en lo político y social de las políticas diseñadas. Durante el 
proceso de desarrollo, la evaluación se refiere al momento de la acción para 
sopesar los imprevistos que pueden afectar de manera significativa el logro 
de los objetivos de la política en cuestión. Y la evaluación ex-post o 
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posterior al diseño e instrumentación de la politica. tiene como finalidad 
detectar las causas que incidieron en la correcta aplicación y en la 
eficiencia, para que se prevea y se pondere la conveniencia de la 
ratificación o rectificación de la misma que se veria reflejada en el impacto 
social, entendido éste como la evidencia del efecto causado a 
consecuencia de la aplicación de la política pública. Este impacto puede 
manifestarse en los destinatarios de manera positiva o negativa. 

Así tenemos que, el impacto de manera positiva, implica la obtención 
de bienes y servicios públicos de calidad que se manifiestan en el bienestar 
social. De manera negativa, significa el deterioro de la calidad de vida, 
como consecuencia de la obtención de bienes y servicios públicos 
deficientes. 

La Estructura Juridica, el Sistema Político y el Sistema de Politicas 
son parte de la configuración estatal, para los fines de nuestro estudio nos 
ocuparemos del sistema de políticas, ya que nos interesa analizar las 
relaciones e interacciones que se da entre los actores de la configuración 
estatal. 

Según Laswell citado por Méndez (1995), las políticas públicas 
presentan una orientación multidisciplinaria ya que implica por naturaleza 
aspectos politicos, económicos, administrativos, culturales, etcétera, que 
requiere de visiones multidisciplinarias, De ahi que Laswell no hablaba de la 
ciencia sino de las ciencias de las políticas. 

La visión de lo público según Méndez (1995) citando a Aguilar (1990), 
el campo de lo público involucra o deberia involucrar a la sociedad civil . Por 
otro lado lo públiCO también se refiere a lOS problemas estructurales o de 
largo plazo de la sociedad, donde un experto puede estar convencido de 
que un problema de largo plazo requiere atención, pero tiene también que 
considerar la visión de la sociedad. 

Las estrategias de acción tienen un sentido públiCO (Valenti y del 
Castillo, 1997), solo si : sirven al interés públiCO y responden al resultado de 
la agregación de las voluntades individuales del público ciudadano y se 
debaten en público. 

Es importante notar la diferencia entre politica pública y política 
gubernamental, en paises como el nuestro no toda acción gubernamental 
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corresponde a lo público por el hecho de derivar del gobernante en turno o 
del decisor en el caso de organizaciones no gubernamentales. 

En lo que se refiere a la polftica agraria, ésta es considerada como 
política pública-gubernamental. Definida así porque por un lado afecta al 
públ ico rural principalmente y por otro en el proceso del diseño, 
implementación, evaluación y las decisiones de cada uno de los pasos a 
seguir, no participa el público a quién va dirigida, es decir, es una decisión 
del gobierno. 

Hay que destacar que los núcleos agrarios antes de la reforma de 
1992, se regían a través de mecanismos internos en lo concerniente al uso 
y usufructo de sus tierras ejidales, en donde mediaban instancias elegidas 
por ellos mismos, con la finalidad de poder regirse. Con esta forma 
organizativa el campesino era presa facil del corporativismo y del 
caciquismo. ya que en los ejidos se escuchaba y se actuaba en función de 
las opiniones e intereses de aquellos que tenian mayor influencia o 
contaban con los recursos que los acercaban a las autoridades agrarias. En 
contraparte no existían instancias agrarias gubernamentales como la 
Procuraduría Agraria (PA), que concretaran las expectativas y decisiones 
tomadas a través de los mecanismos internos de los ejidos. 

Con la reforma del 27 constitucional se instituyen instancias 
gUbernamentales responsables de ejecutar la política oficial, cuyo objetivo 
es el de atender la diversidad de la problemática del medio rural , sin 
embargo existe una tendencia manifiesta que nos indica que se va 
perdiendo el caracter organizativo y decisorio de los núcleos agrarios, lo 
anterior como consecuencia del proyecto neoliberal que entre otras cosas 
en el medio rural se refleja en la liberalización e instauración del mercadeo 
de las tierras. 

Según Concheiro (1996), -las acciones que han venido configurando el 
modelo neoliberal en el medio rural, se pueden concretar en las 
siguientes: a). las reformas constitucionales y los cambios a las leyes 
agraria, forestal y de aguas, orientados a dar por terminado el reparto 
agrario ya facilitar la privatización y concentración de la tierra y los recursos 
naturales de acuerdo a las necesidades del capital ; b). la reorientación de la 
producción que permita la competividad en el mercado internacional; c) . La 
reforma del Estado. que se manifiesta en la reducción de la acción 
institucional en el campo y la venta de organismos paraestatales que 
operaban en el ambito de financiamiento. la producción, la comercialización 



y el consumo, de igual manera se reorienta la acción pública en un sentido 
asistencial; d). Establecimiento de nuevas formas de relación del Estado 
con la sociedad y de manera particular con los productores y sus 
organizaciones, estas modificaciones al marco legal agrario han 
representado un cambio significativo al modelo de desarrollo, así como al 
papel que se le asigna a los campesinos·. 

En el proceso de reforma, en el ámbito agrario, de manera más 
marcada después de la reforma al 27 constitucional, se percibe una 
tendencia que podemos denominar - según lo señala Sáez 1997 - como una 
conversión de los sujetos, esto es, que los ejidatarios se vuelven cada yez 
más parte de la vida pública de la sociedad mexicana, al irrumpir en lo 
público, en este nuevo marco jurídico. Ahora bien, debemos tener presente 
que lo público con este nuevo marco jurídico se vuelve un campo de disputa 
entre estos sujetos públicos emergentes y los elementos burocráticos­
políticos, que de manera concreta se observa en la relación que se da entre 
los campesinos y las dependencias responsables de atender la 
problemática rural. 

En este marco, nos referimos a la ·política· como lo que hacen los 
políticos, es decir, a las acciones públicas y a la interactuación con sus 
pares, a la conjunción de los diferentes procesos y estructuras. 

las políticas, las entenderemos como los procesos y resultados de las 
distintas actividades de los sujetos, que se instrumentan de manera 
focalizada para dar solución o prever los problemas pÚblicos que permitan 
mejorar el nivel y calidad de vida de los destinatarios. 

En este contexto haremos referencia a algunas formas de control que 
se manifiestan en el medio rural con la finalidad de poder tener mayor 
claridad en el desarrollo del trabajo que nos ocupa. 

El caciquismo, es una de las manifestaciones de poder y control más 
atrasadas, que prevalecen fundamentalmente en el medio rural , y que es 
una práctica común en nuestro medio. 

En el medio rural, se expresa principalmente por la posesión de 
grandes extensiones de tierra, la explotación del trabajo agrícola y el trato 
inhumano a los campesinos, al ver en la figura del cacique como al dueño 
no SÓlO de las tierras, sino de las vidas de las familias que están a su 
servicio. 
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El caciquismo en el medio rural , ha sido (aunque ahora en menor 
grado) una forma de dominio y control de unos pocos sobre una mayoría a 
través del poder económico, político e ideológico que se manifiesta en una 
extrema pobreza de los grupos mayoritarios, el despojo de las mejores 
tierras, irregularidad en la tenencia de la tierra, implementación de métodos 
coercitivos y la coptación que desemboca en un tipo de corporativismo, y 
por lo tanto en la supeditación a las decisiones del cacique. Todo esto como 
una forma de garantía en el control que se ejerce sobre la población rural , 
en donde la tenencia de la tierra está sujeta más que a las leyes agrarias, a 
la influencia que sobre las altas esferas gubernamentales ejerce el cacique. 
Cabe destacar que hay una correspondencia e intercambio de lealtades y 
favores entre las autoridades legalmente reconocidas y el caciquismo de 
referencia. 

En una dimensión más amplia, el cacicazgo se articula en 
organizaciones como la Confederación Nacional Campesina (CNC), 
también corporativizada en el llamado partido oficial , constituyéndose así un 
entramado de estructuras organizativas, que si bien intervienen en los 
asuntos del Estado. también expresan el sentido autoritario que caracteriza 
al sistema político mexicano. 

Por otra parte,'· se considera que a nivel nacional es excesiva la 
parcelación y se considera al minifundio como un obstáculo para el 
desarrollo del medio rural, por la improcedencia para la mecanización. De 
manera especifica, a nivel ejidal y de la pequer"'la propiedad, la excesiva 
parcelación de la tierra que se presenta y la poca superficie que posee un 
ejidatario y los pequeños propietarios se refieren, son la causa de los 
raquiticos resultados que se obtienen en cuanto a producción y 
productividad. 

El minifundio se considera como un problema central y se le define por 
sus resultados, esto es: la reducida superficie de tierra, que posee una 
familia rural y que en sus condiciones actuales de producción, no permite 
la sobrevivencia digna de sus poseedores y trabajadores. 

Puede plantearse en ese sentido, que 
especifica entre la atomización de la tierra 
antidemocrático. 

,(, 

existe una correlación 
y un sistema político 



El corporativismo agrario mexicano, tiene su sustento en el reparto 
agrario, esto es, tanto en el sector sodal como en el sector de la pequeña 
propiedad. Se considera (según Grammont. 1996) que su conslrucción 
comprende tres fases: 

La primera se remonta a los años de la posrevolución cuando los 
grupos portiristas derrotados intentaban reorganizarse política y socialmente 
para oponerse al proyecto de reparto agrario. Sin embargo, las 
expropiaciones de las haciendas avanzan en entidades donde se organizan 
los campesinos y se despliega una específica ideología agrarista, como en 
los casos de Morelos, Veracruz y Michoacán. El hecho que sintetiza este 
períodO es la promulgación de la Ley de Asociaciones Agrícolas de 1932, 
que sustituye la estructura de las cámaras agrícolas que eran controladas 
por los grupos opuestos a los postulados agrarios de la revolución. 

La segunda fase corresponde al cardenismo con la fundación del 
Partido de la Revolución Mexicana (PRM) y la creación de la Confederación 
Nacional Campesina (CNC) en 1937, cuyo propósito instrumental social 
posibilitaría la aplicación de la Reforma Agraria en términos 
institucionalizados. Estos años se caracterizan sobre todo por la 
movilización organizada de lOS campesinos, son emblematicos los repartos de la Laguna, Lombardia, y Nueva Italia, de la zona enequenera de Yucatán, 
del Valle del Yaqui y de importantes haciendas del altiplano. Pero también 
es un período de intensa estructuración de los aparatos estatales de intervención directa en la economía y en la organización de la sociedad, 
surgen así las cámaras patronales, lOS consejos tripartitos y como ya 
hacíamos mención la propia CNe, fundamento del corporativismo en 
nuestro país. 

En la tercera fase se considera que tiene su más álgida expresión en 
la coyuntura en la que se crea el Partido Revolucionario Institucional (PRI) y la Confederación Nacional de la Pequeña Propiedad (CNPP) en 1946. 

Se considera como otra de las bases fundamentales del 
corporativismo mexicano, el fomento a la organización para la producción y 
esta tiene su máxima expresión en la implantación de la revolución verde y 
los programas de desarrollo. 

De acuerdo al planteamiento anterior observamos, -según Schmitter 
(1992)- que en México se ha presentado, hasta ahora un corporativismo 
estatal, que se caracteriza por ser dependiente y penetrado. Y lo que es 
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deseable en términos de corporativismo es lo que el mismo autor define 
como corporativismo social, autónomo y penetrante. 

De esta manera Meny y Thoenig (1992), definen al corporativismo 
como un sistema de representación de grupos ante el Estado. Es la 
relación vertical mediatizada por una organización cuyo papel es crucial . 

Asi , el corporativismo se entiende como el proceso en el cual 
intervienen la negociación, en el que se intercambian lealtades y favores 
entre la cúpula y los productores, los campesinos, supeditados éstos últimos 
a las decisiones e intereses de los primeros. Este intercambio se observa 
de manera significativa en el ámbito económico, social y de manera 
predominante en el aspecto politico. 

El contexto en el que se presentan las reformas al artículo 27 
constitucional , es el de la globalización y el neoliberalismo. El neoJiberalismo 
en el agro mexicano lo podemos observar de manera evidente en la política 
actual gubernamental de apertura comercial y el intento de privatización de 
la propiedad social (ejidal y comunal) , con el claro propósito de efectuar un 
ajuste estructural y abrir un mercado de tierras a través de la '" implementación de las políticas de liberalización. Esto se plasma en tres 
asuntos agrarios de importancia: la tenencia de la tierra, la privatización de 
la economía y la apertura comercial , cuyo propósito central es, dinamizar el 
campo y fortalecer la gran empresa agroexportadora para que sea 
competitiva en el marco del TLC. Su interés mayor es la apertura comercial , 
aún cuando defiende la necesidad de los apoyos gubernamentales; otra de 
las características -para el caso que nos ocupa-, y el más importante de 
esta corriente, es que considera al reparto agrario como el responsable 
principal del problema y la crisis de producción agrícola se debe a la falta de 
seguridad en la tenencia de la tierra, propiciada por las leyes agrarias 
existentes hasta 1992. 
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2.- LEYES Y PROBLEMAS PÚBLICOS. 

La aplicación de un enfoque normativo a los problemas de las 
politicas, presupone la especificación de objetivos sumamente claros y la 
prescripción de los mejores medios para conseguirtos, dentro del margen que imponen determinadas restricciones. Desde esta perspectiva las 
soluciones alternativas se clasifican como factibles, eficientes y optimas. Una solución factible es aquella que puede enfrentar con éxito las 
restricciones. Las soluciones eficientes constituyen un subconjunto de las 
factibles. La noción de eficiencia hace referencia a la capacidad de un 
sistema económico para satisfacer los deseos de los miembros de la 
comunidad (eficiencia económica), o a su éxito en la producción de bienes y servicios mediante el uso óptimo de los recursos exsistentes (eficiencia 
técnica) . Majone 1994. 

La elaboración de las leyes y su aplicación correcta en regimenes 
democráticos, nos delimitan el marco juridico constitucional que junto con el 
sistema político, generalmente permiten el control minimo a nivel 
sociopolitico sobre la autoridad legalmente establecida. Lo anterior posibilita 
reducir la probabilidad de abusos sistémicos del poder en que se inviste la 
autoridad y que como consecuencia de lo anterior hay un alto grado de probabil idad de que tanto las decisiones como las acciones. sean parte del 
proceso regulatorio, en otras palabras, que las políticas públicas respondan 
a las necesidades y al interés del público ciudadano, lo que conlleva la obtención de una mejor calidad de vida. 

Asi también, las leyes funcionan como argumento estratégico para 
garantizar la ca lidad y equidad de la gestión gubernamental, garantizar la 
macrorracionalidad (funcionalidad global ) respecto al desarrollo. Por lo 
tanto, se considera que las normas son obedecidas porque los beneficiarios 
perciben su conveniencia en su relación endógena y exógena para la convivencia civilizada y armónica. 

Teóricamente, el fundamento legal o establecimiento de una ley se 
basa en el reconocimiento y respeto de los derechos individuales. 
considerados estos como derechos públicos, lo cual conlleva a la 
subordinación ¡rrestricta e incondicional del gobernante a la Ley. Si estas 

,.) 



leyes están dirigidas al logro del bienestar público, se respetan y hacen 
respetar, tanto por los gobernados como por los gobernantes, lO que 
posibilita la corresponsabilidad de las partes para la consecución de los 
objetivos y metas en las distintas actividades. Por otra parte se considera y 
se afirma que no podemos hablar de la existencia del bienestar pÚblico 
cuando los derechos individuales públiCOS están restringidos o cancelados. 

Habría que señalar que en los países subdesarrollados en donde 
generalmente prevalece la antidemocracia y el menosprecio al públiCO 
ciudadano, las leyes son usadas como elementos coercitivos y de control 
sobre la sociedad por los gobernantes, reflejándose entre otros aspectos, en 
la limitación del ejercicio de lOS derechos públ icos individuales. 

En materia agraria, de manera particular en nuestro país podemos 
observar distintas fases y orientaciones de la normatividad, en lo que al 
reparto agrario se refiere, que coinciden con las que quedaron trazadas en 
el punto anterior. 

Así tenemos que la primera fase comprende de 1915 a 1934. Esta 
fase se caracteriza por la emisión de leyes en la que se pone de manifiesto 
el derecho colectivo, en donde se recoge centralmente la demanda del 
movimiento armado de 1910 y de esta manera se arrebata la esencia de los 
anhelos agraristas de los propios campesinos para ser retomados por las 
autoridades establecidas en nuestro país. 

La ley del 6 de enero de 1915, al igual que el artículo 27 constitucional , 
SÓlo contenían lineamientos fundamentales de la reforma agraria, es decir, 
que no expresa su reglamentación. Se considera que los antecedentes de la 
actual legislación reglamentaria las encontramos en las circulares que 
expidió la Comisión Nacional Agraria. 

Se afirma que la primera ley agraria fue emitida el 30 de diciembre de 
1920, bajo la denominación de ~ L ey de Ejidos·, esto se dio durante el" 
mandato presidencial del general Alvaro Obregón. Esta ley puso mayor 
énfasis en los procedimientos que se seguían tanto para la dotación como 
para la restitución ejidal considerado como el derecho originario de la tierra. 
Las solicitudes del núcleo de población (referido al derecho colectivo) se 
deberían hacer ante el gobernador del estado respectivo. Era indispensable 
cubrir todos y cada uno de los procedimientos especificados para tal fin , que 
resultaban engorrosos y tardados, una vez logrado lo anterior, se turnaban 
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al ejecutivo para que éste emitiera su fallo de acuerdo a las prescripciones 
de las leyes relativas. 

Esta primera ley tuvo como finalidad la de sistematizar los 
procedimientos legales, para que el campesino pudiera obtener un pedazo 
de tierra como complemento a su economía, para la sobrevivencia. En ella 
se señalaban las instancias y niveles de gobierno responsables de analizar 
y resolver las solicitudes del campesino. Esta ley fue derogada por decreto 
a fines de 1921 . 

El decreto de fecha 22 de noviembre de 1921 inicia con la técnica 
legislativa material, consistente en que el Poder Legislativo autoriza al 
Poder Ejecutivo, para que reglamente las leyes que expidiera. Todo esto 
con la finalidad de que los procedimientos se activaran y la restitución y dotación de tierras se acelerara en beneficio de los pueblos solicitantes. 
Esta ley sentó las bases indispensables de la legislación agraria. Creó la 
Procuraduría de Pueblos que se encargaba de gestionar gratuitamente ante 
las autoridades correspondientes la dotación o restitución de ejidos, lo cual 
repercutió en el aceleramiento y los logros en las solicitudes de tierra de los 
pueblos necesitados. 

Con lo anterior se delegó y concentró el poder de decisión en el 
ejecutivo, con la finalidad de hacer más expedita la tramitación de las 
solicitudes de tierra (aunque en realidad siguió dependiendo de la fuerza 
real que presentaban los campesinos). Con la creación de la Procuraduría 
de Pueblos se logró patrocinar gratuitamente todas las gestiones de 
dotación o restitución de ejidos que los pueblos así lo deseaban, cabe 
también destacar que en un principio la Procuraduría de Pueblos dependió 
de la Comisión Nacional Agraria. 

En base al citado decreto, el Ejecutivo de la Unión, con fecha 17 de 
abril de 1922 expidió un Reglamento Agrario, cuya finalidad fue hacer más 
ágiles los trámites de la reforma agraria. Este Reglamento permitía a los 
Comités Particulares Administrativos atender a la administración y el 
mejoramiento de los ejidos. Con esto se da la injerencia estatal en la 
organización interna del ejido y se propicia la dependencia y supeditación de 
lo que el interés gubernamental tenga para determinado ejido. 
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Con la finalidad de atender políticamente una situación que se tornaba 
insostenible, consistente en que muchos pueblos una vez que recibían sus 
ejidos, se les imped ía conservarlos a través de amparos otorgados por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación a los entonces propietarios, el 28 de 
abril de 1927 se expide la Ley de Dotaciones y Restituciones de Tierras y 
Aguas (más conocida como Ley Bassols). Esta ley pretendía organizar el 
procedimiento agrario, de tal manera que lo volviera constitucionalmente 
inacatable. En realidad el procedimiento administrativo se vuelve un juicio 
ante las autoridades agrarias, debido a que con esta ley se define la 
personalidad de los núcleos de población que tenían derecho de tierras 

Con lo anterior se da un paso importante en el reconocimiento al 
derecho colectivo de los pueblos, ya que pueden en un momento 
determinado iniciar los reclamos ante las instancias agrarias responsables. 

Para el 25 de agosto de 1927 es expedida la Ley de Patrimonio Ejidal, 
la que a su vez reforma la ley antes referida, que transforma los ejidos en 
sujetos activos, aunque se considera que fueron pocas las acciones 
gubernamentales que se orientaron bajo esa perspectiva. La Ley de 
Patrimonio Ejidal fue derogada por el Código Agrario de 1934. 

En virtud de que hasta aquí existian varias reformas sobre la misma 
materia, lo que acarreaba serias dificultades, se pensó en sistematizar y 
sintetizar todas las disposiciones sobre la reforma agraria, de ahí surge el 
Código Agrario. Es el 22 de marzo de 1934 cuando se expide el primer 
Código Agrario en México, el cual contemplaba lo referente a la distribución 
de la tierra, consolidando en forma perceptible su autonomía formal o 
legislativa. Entre otros aspectos importantes que introduce este código. es 
el referente a la creación de distritos ejidales, pretendiendo con ello resolver 
el problema agrario desde una perspectiva económica. Según Encinas y 
Gordillo (1986), al ejido no solo se le asignó una función económica sino la 
de organización y control sobre el campesino, es decir, la función política. 
Planteado asl, se afirma que el ejido desempeña el papel de aparato de 
Estado hegemónico en el campo. 

La segunda fase comprende de 1935 a 1940. Es importante señalar 
como ejemplo de la transformación del ejido en una instancia de 
organización económica, que en 1935 hube decretos de la Casa del 

12 



Agrarista en el D.F., del 11 de enero y del 8 de mayo. El 21 de octubre de 
1935 se decreta la creación de lOS Centros de Maquinaria Agrícola. El 2 de 
diciembre de ese mismo año la Ley de Crédito Agrícola. El 24 de marzo de 
1936 el reglamen10 de Ley de Aguas. El 7 de abril de 1936 la Ley de 
Asociaciones Ganaderas. 

Este conjunto de instituciones refleja por un lado, el reconocimiento a 
la propiedad social pero por otro y de manera significativa el reconocimiento 
a la propiedad privada y a las asociaciones que se involucraban en el 
desarrollo y reactivación de la economía mexicana. Así mismo, desde una 
perspectiva sociopolitica, este proceso de institucionalización expresa el 
entramado de las estructuras corporativas. 

El Código Agrario de 1934 es reformado por decreto de fecha 1 de 
marzo de 1937, cuyo propósito central fue el de proteger la actividad 
ganadera que se encontraba prácticamente abandonada. como 
consecuencia de la desconfianza de los ganaderos para invertir en 
empresas por temor a perder su capital por la afectación con alguna 
dotación de tierras que eran muy frecuentes. El 19 de abril de 1938 se 
expidieron los Reglamentos de la Ley de Asociaciones Ganaderas y el 
Convenio Internacional para los norteamericanos que habían sido afectados 
por resoluciones agrarias. 

Como se puede observar, en este período se emiten decretos que 
buscan el equilibrio, la conciliación y la convivencia entre los distintos 
sectores productivos y el gobierno mexicano. De igual manera se reconoce 
e impulsa la diversificación de las actividades productivas que impactan 
considerablemente el desarrollo del país y buscan mejorar la situación en 
los niveles y calidad de vida de la población rural. 

Un nuevo Código Agrario se promulgó el 23 de septiembre de 1940. 
Este código es considerado como mejor desde el punto de vista técnico, 
debido a que su articulado versó sobre tres ejes: 1.- Autoridades agrarias y 
sus atribuciones, 2.- Derechos agrarios, 3.- Procedimientos para hacer 
efectivos esos derechos. 
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En este código se incluyó un capítulo sobre concesiones de 
inafectabilidad ganadera. Se establecieron distintos tipos de ej idos, 
atendiendo al uso que se le daba al suelo: agrícola, ganadero y forestal , comercial y el industrial. 

La explotación de los bienes ejidadales, se pocHa efectuar de manera 
individual o colectiva, así también se podían conjuntar sus elementos para 
dar paso a la conformación de un sistema colectivo o cooperativo de 
producción, con la finalidad de optimizar y eficientar el uso del suelo para 
lograr mayores rendimientos por unidad de producción. 

Podemos establecer una tercera fase que comprende de 1941 hasta 
1971. El Código Agrario de 1940 fue derogado el 30 de diciembre de 1942 
por el tercer código expedido en el período presidencial del general Manuel 
Avita Camacho. Este nuevo código contiene disposiciones, entre las que 
destacan, el hecho de que las Asambleas Generales de Ejidatarios ya no 
contaban con facultades para decidir sobre el disfrute de los bienes ejidales 
ni privar de los derechos agrarios a sus integrantes. Este tercer código, fue 
modificado por la Ley de Secretarias de Estado: por el decreto del 24 de 
diciembre de 1948 que transfería al Departamento Agrario las funciones de 
la Dirección Agraria Ejidal que pertenecía a la Secretaria de Agricultura; por 
el decreto expedido el 30 de diciembre de 1958 que facultaba al 
Departamento Agrario para efectuar la colonización. 

Se puede decir que el código de 1942 proporcionó mayor certidumbre, 
perfeccionamiento y adecuación de sus preceptos a la realidad existente en 
el medio rural. Lo anterior se afirma porque en este periodo se emiten varias 
leyes entre las que destacan la Ley de Crédito Agrícola, Ley del Seguro 
Social, Reglamento de la Parcela Escolar, Ley de Educación Agrícola, 
etcétera. Sin embargo, representa a la vez una clara orientación que 
beneficia a los productores comerciales en detrimento de los campesinos. 

Como se puede observar, se van prefigurando cambios estructurales 
que mas tarde se retoman en las reformas constitucionales de 1992. 

Resulta importante señalar que el 30 de diciembre de 1946 se expide 
la Ley Federal de Colonización; el decreto de fecha 30 de diciembre de 



1946 que reformó el artículo 27 constitucional; el 23 de septiembre de 1948 
el Reglamento de Inafectabilidad Agrícola Ganadera; el 30 de diciembre de 
1950 se expide la Ley de Terrenos Baldíos y Nacionales. Todo esto durante 
el período presidencial de Miguel Alemán. 

Todos estos cambios tienen como fina lidad el sentar las bases 
jurídicas, que permitieran una modernización en la sociedad rural que 
conllevara un máximo aprovechamiento de la infraestructura existente y la 
instalación de una nueva. Se pretendía otorgar seguridad jurídica para con 
ello impulsar una politica agrícola que diera como resultado el progreso en 
el campo mexicano. 

Las modificaciones anteriores fueron encaminadas por una parte a dar 
por terminado el reparto agrario y por otra, arribar a la etapa de la 
organización social y productiva del Ej ido, que dio como resultado una 
mayor magnitud de la brecha entre los agriCUltores y campesinos, así como 
entre el Ejido y la propiedad privada capitalizada (Baltazar Cisneros H. 
1993). Cabe destacar que la parte central de estas modificaciones permitió 
un fortalecimiento del sistema político mexicano por un lado y por olro, la 
pequeña propiedad asegura su protección y seguridad en la tenencia. 

En la etapa de las anteriores reformas, se puede concluir que en gran 
medida se ampliaron las expectativas y posibilidades de reparto con las 
tierras de agostadero y se privilegió e impulsó el modelo empresarial de la 
agricultura, se produjo un incremento considerable en el gasto público asi 
como en el fortalecimiento del control politico y económico de los 
productores del campo. 

En síntesis podemos decir que después de 1940, el Ejido dejó de ser 
el eje del desarrollo y se privilegió un proceso donde las unidades rústicas 
de producción se transformaron en vehiculos de transferencia de valor que 
posibilitaron un desarrollo acelerado de las unidades industriales. En esta 
etapa se observa una tendencia a eliminar la organización colectiva y se 
privilegió el individualismo de tal forma que con una pOlitica con estas 
características se acabó fomentando y estimulando la migración del medio 
rural hacia las zonas urbanas en donde se encuentra instalada la planta 
productora industrial. 



En el mandato presidencial de Adolfo Ruiz Cortines destacan las 
expediciones de las leyes agrarias siguientes: Reglamento de Postulantes 
del Departamenlo Agrario de fecha 23 de abril de 1953; elide julio de 1953 
se estableció bajo decreto la Procuraduría de Asuntos Agrarios; el 10 de 
marzo de 1954 se expide el Reglamento de zonas urbanizadas; el 18 de 
mayo de 1954 se expide el Reglamento para Tramitar las Compensaciones 
por Afectación de Pequeflas Propiedades; el 22 de julio de 1954 se expide 
el Reglamento de la Procuraduría de Asuntos Agrarios; El 30 de diciembre 
de 1955 la Ley de Crédito Agricola y el 9 de octubre de 1958 el Reglamento 
de Asociaciones Ganaderas. 

Durante el período presidencial del Lic. Adolfo López Mateos, en 
materia agraria se expidieron las leyes agrarias siguientes: el 15 de abril de 
1959. el Reglamento para Planeación. Control y Vigilancia de las 
inversiones de Fondos Comunales Ejidales: el 27 de diciembre de 1960, el 
Reglamento de la Ley Forestal y el 23 de agosto de 1963 el Reglamento de 
la Ley de Seguro Agrícola Integral y Ganadero. 

Una cuarta fase , comprende de 1971 a 1991 . Después de estar en 
vigencia por casi 30 años (con algunas modificaciones) el Código Agrario. el 
16 de marzo de 1971 se expide la Ley Federal de Reforma Agraria 
(L.F RA.), que sustituye al Código Agrario y cuya finalidad era corregir las 
ImperfeCCIones jurídicas y tomar en cuenta las experiencias en la aplicación 
de la politica agraria, reconociendo que el problema de la tenencia de la 
tierra ha significado un factor imprescindible en el desarrollo político y social 
de nuestro país. En esta ley se concebía al ejido como un conjunto de 
tierras, bosques, aguas y en general lo integraban todos los recursos 
naturales que forman parte del núcleo de población campesina, 
reconociéndole personalidad jurídica propia para poderlo explotar licita e 
integralmente en el marco de democracia política y económica. 

Como se puede observar en esta fase hay un salto cualitativo 
importante en el marco jurídico agrario, fundamentalmente en lo que 
respecta a que de manera explicita se reconoce como una Ley y esta a su 
vez, además de sistematizar y otorgarle figura jurídica a las partes 
constituyentes del núcleo de. población y los recursos con que cuenta éste. 
se señalan los procedimientos, las responsabilidades así como la 
planeación como un instrumento básico en materia agraria. 
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La Ley Federal de Reforma Agraria de 1971 , se componía de siete 
libros: 1.- Autoridades agrarias, 2.- El ejido, 3.- Organización económica del 
ejido, 4.- Redistribución de la propiedad agraria, 5.- Procedimientos 
agrarios, 6.-Registro y planeación agrarios, 7.-Responsabilidad en materia 
agraria. Esta ley se complementa con la inclusión de un capítulo de 
disposiciones generales y artículos transitorios. 

De importancia es señalar que a las mujeres, en esta ley, les 
reconoció capacidad jurídica igual que al hombre. Se retornó al régimen 
sucesorio ejidal , es deci r, considerar a la parcela como patrimonio famil iar, 
también se puede señalar que se presentó una clara intervención (punto 6) 
en la organización y planeación campesina a través de la política 
gubernamental, de igual manera que en cuanto a la organización económica 
del ejido, en donde jugó un papel preponderante como instrumentadora de 
dicha política la Confederación Nacional Campesina (eNC). 

La L.F.R.A. tuvo modificaciones, entre las que destacan las siguientes: 
el 4 de mayo de 1972, por medio de decreto se modifica el artículo de dicha 
ley para hacer más expedito el funcionamiento del Fondo Nacional de 
Fomento Ejidal (FONAFE). El 7 de agosto de 1973 por acuerdo, se crea el 
Comité para la Regularización de la Tenencia de la Tierra. El 26 de mayo de 
1976, por decreto se reforma el artículo 11 7 relacionado con las 
expropiaciones ~e bienes ejidales y comunales, cuya finalidad fue crear 
fraccionamientos urbanos o suburbanos. El 9 de juliO de 1979 se publica en 
el Diario Oficial el Manual de Organización General de la Secretaría de 
Reforma Agraria. Esta última, el 13 de febrero de 1980 emitió un instructivo 
para convertir lotes agrícolas, ganaderos o forestales de colonias para la 
explotación turística o industrial. 

Podemos afirmar que en esa etapa se había avanzado de manera 
significativa en el perfeccionamiento de la Ley Agraria y que se 
institucionalizó la problemática rural, ya que se crearon instancias que 
impulsaron considerablemente y con una visión estratégica, la educación y 
los proyectos en materia agraria. Con todo esto se daba paso a la 
legitimación de las acciones públicas del Estado mexicano en el medio 
rural, esto es, con la Ley se da un incremento en la vida institucional. 
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lo anterior nos va configurando una tendencia que se va aproximando 
a lo que más tarde darla paso a la liberalización del mercado de tierras, es 
decir, se fue configurando de manera gradual, el marco jurfdico agrario que 
actualmente rige las relaciones agrarias en nuestro pais. Pero también se 
crea un espacio institucional en el que se desarrollan múltiples 
organizaciones campesinas independientes y autónomas a nivel nacional y 
regional. 

Es importante señalar que la Ley de Fomento Agropecuario del 27 de 
diciembre de 1980, tiene como objeto el fomento de la producción 
agropecuaria y forestal. Con la finalidad de reglamentar la ley señalada, se 
expidió el 12 de noviembre de 1981 el Reglamento de la Ley de Fomento 
Agropecuario. Con esta ley, se pretendía generar un proceso de "alianza" 
entre el capital agroindustrial y los ejidatarios y con ello romper, a través del 
mercado con lo se suponia era un freno al "desarrollo" y la "modernización": 
la propiedad social. 

En 1984 la Ley Federal de Reforma Agraria es reformada. 
argumentando que se hace con la finalidad de procurar mayor agilldad a los 
procedimientos agrarios y así lograr una oportuna justicia agraria. Se 
otorgan facultades a las Comisiones Agrarias Mixtas para substanciar y 
dictaminar los expedientes de los juicios agrarios, la intención era una ves 
mas dar por terminado el reparto agrario. 

A través de un acuerdo de la Secretaría de la Reforma Agraria del 13 
de abril de 1987 se delegaron facultades a las Procuradurías Sociales 
Agrarias intentando abrir un proceso de descentralización administrativa. 

En realidad se puede decir que la Reforma Agraria, para la segunda 
mitad de la década de los ochenta, se encontraba restringida, según datos 
de la Secretaría de la Reforma Agraria editados en el texto "La 
Transformación Agraria 199r: para 1988 el minifundio y la pobreza en el 
ejido era lo que sobresalia, aproximadamente el 49% de las parcelas 
ejidales eran menores de 5 has.; en el medio rural vivía casi una tercera 
parte de la población del país que generaba sólo el 10% del PIB. En función 
de lo anterior se consideró que el reparto de tierras se había agotado. 



Por otra parte, podemos señalar que aún cuando el texto original del 
articulo 27 constitucional de 1917 dispuso que las acciones agrarias se 
efectuarían dentro del procedimiento judicial ordinario, esto no sucedió así. 
De 191 7 a 1931 fue competencia del poder judicial en lo relacionado con la 
materia agraria y de 1931 a 1934 se transforma el procedimiento dando 
paso a que se le conozca como el período de la -jurisdicción retenida- en la 
administración, 

Aunque de acuerdo a la publicación citada de la SRA (t997), el ejido 
desde su origen fue instituido como un medio para resarcir a los pueblos de 
los despojos de tierra de que fueron objeto, por tal razón las solicitudes de 
dichos pueblos se decidió que se resolvieran en juicios administrativos y no 
únicamente judiciales, esto para evitar que las habilidades, influencias y los 
recursos de los hacendados, impidieran las restituciones y dotaciones de 
tierra . En función de lo anterior el derecho agrario le fue otorgando al poder 
ejecutivo federal facultades discrecionales para tutelar el desarrollo del ejido 
y de las comunidades, pero sobre todo para regular el acceso del 
campesino a la tierra. Sin embargo, con la reforma del 27 constitucional en 
1992, se establece una jurisdicción plena y autónoma en lo relacionado con 
la materia agraria,' dando paso a una nueva estructuración política y a la vez 
a una desprotección absoluta de los ejidatarios y comuneros ante la fuerza 
de los nuevos latifundistas. 

Se coincide con el planteamiento de Calva, (1988) en el sentido de 
que la política agraria en México ha ido variando según el momento y el 
modelo de desarrollo que implementa la élite gobernante. Siempre ha ido 
acompañada esta variación de una política agraria y de la adecuación del 
marco jurídico que posibilita en determinado momento tomar medidas 
acorde - en muchas ocasiones - a las exigencias del exterior, 

En la medida en que se realizan más reformas en materia agraria, al 
campesino se le restringen sus derechos, así como el acceso a la tierra. Se 
observa una tendencia a privilegiar a los que tienen mayores posibilidades 
económicas, proceso que traerá tarde o temprano la concentración de las 
mejores tierras en pocas manos y de manera inmediata un cambio rad ical 
en el uso del suelo que puede llevar al abandono de los cultivos básicos y 
de subsistencia por los más rentables y de exportación, lo que puede 
llevarnos a una crisis no solo de oferta sino para cubrir la demanda de la 
población de México. 



En cuanto a las leyes agrarias, se puede decir que en un estado de 
derecho, como el nuestro, sirven para establecer el marco jurídico que 
permite en buena medida, la redistribución de la tierra por la vía pacífica, 
además de que establecen la regulación de las relaciones entre el sector 
campesino y el Estado. 

En México estas leyes agrarias han sido producto, como decíamos 
mas arriba, fundamentalmente del movimiento armado de 1910 cuyo 
reclamo centra l, fue la tierra . Cabe destacar que en nuestro país las leyes 
agrarias han sido distorsionadas y usadas como instrumento corporativo y 
mediatizador en su aplicación. Los campesinos recurrieron al Estado, no 
SÓlO para poder tener acceso a las tierras y créditos, sino también para tener 
insumas agricolas, mercados para sus productos e incluso bienes de 
consumo, lo cual les permitió "afianzar" sus lazos políticos con el gobierno 
(Merilee S. Gríndle, 1996). 

Con el monopolio en la representación de los ejidatarios desde 1938 
por parte de la Confederación Nacional Campesina, se fortalece uno de los 
pilares vitales de la autoridad legalmente reconocida (gobierno), 
intercambiando las lealtades y votos de los ejidatarios por el favor y la 
protección del rég imen, lo que se manifestaba con mayor cla ridad en las 
elecciones locales, estatales y nacionales. Una forma que utilizaba el 
gobierno para hacer sentir su poder sobre los campesinos renuentes era el 
negar el acceso a la tierra , al crédito, a los servicios sociales y a otros 
bienes y servicios que el Estado estaba obligado a proporcionar pero que en 
el afán de la cooptación e incremento de votos en las elecciones de los 
distintos niveles de gobierno, se ignoraban los postu lados y leyes que para 
tal efecto existian. 

Como consecuencia de las diferentes disposiciones que se plasman 
en los distintos decretos y reformas que se han realizado a las leyes 
agrarias a través de la historia en nuestro país, encontramos controversias y 
lagunas jurídicas, que han repercutido negativamente en el cumplimiento 
correcto y apropiado del espíritu de las leyes de referencia. Esto lo podemos 
constatar al revisar la exposición de motivos de cada iniciativa de ley para 
realizar reformas sobre la materia, que generalmente envía el ejecutivo al 
poder legislativo; segun la argumentación, es para corregir las deficiencias 
que existian para la procuración expedita de la ley agraria. 
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Se puede observar que la aplicación de la ley en materia agraria, en 
muchas ocasiones se hace de acuerdo a los intereses de aquellos que 
cuentan con recursos e influencias y en detrimento de los núcleos de 
población necesitados, tal como se ha denunciado en distintos foros y a 
través de diferentes movimientos campesinos cuya inconformidad 
encontramos en el medio rural. 

La política pública agraria con las características que presenta antes y 
después de 1992, no cubre las necesidades ni las expectativas de los 
campesinos en lo referente a la tenencia de la tierra, debido a que existe un 
gran número de campesinos sin ella. 

A través de estas fases que de manera sintética abordamos en 
párrafos anteriores se puede observar que han existido cambios 
importantes que gradualmente se fueron introduciendo hasta poder 
concretar lo que en varios regimenes les fue difícil imponer, es decir la 
cancelación del reparto agrario. Podemos señalar que en lo referente a la 
política. ésta como es su característica inherente solamente fue formulada 
entre la más alta esfera de la élite gobernante, de ta l suerte que para la 
población rural en muchas de las ocasiones les ha sido difícil comprender 
en el momento apropiado el objetivo central que se pretende alcanzar en el 
campo mexicano. 

En cuanto a las políticas, podemos decir que a pesar de que la política 
agraria debe ser considerada como una politica pública, ésta en la practica 
se diseña y se instrumenta por actores ajenos al medio rura l. Esta política 
·pública" pasa a ser una política gubernamental ya que los sujetos (como se 
ha senalado anteriormente) emergentes no disputan el espacio público, es 
hasta recientemente en que tienen una mayor participación política y hasta 
lo que se ha visto recientemente, respetan las decisiones que manifiestan a través de las urnas electorales. 

Por lo anterior y de continuar esta tendencia de apertura política en 
México, podemos inferir que en un tiempo no lejano la cuestión agraria 
podrá convertirse en una polítíca pública real, es decir, en donde participen 
los destinatarios en el proceso de la definición del problema, la hechura de 
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la politica, la implementación y evaluación y seguimiento de la política 
agraria mexicana. 

De manera particular y referido al caso que nos ocupa, se puede 
afirmar que en el municipio de Iguala, Gro., el problema de mayor 
trascendencia, es el referente a la existencia de una gran cantidad de 
personas con "derechos agrarios a salvo·, que una vez que entran en 
vigencia las reformas de 1992 del artículo 27 constitucional , liquida las 
expectativas de reparto agrario; por lo tanto, estos campesinos sin tierra 
jamás podrán obtener una parcela ejidal por la vía de la reforma agraria, en 
su modalidad de dotación o ampliación. 

Otro de los problemas que frecuentemente encontramos en los ejidos 
del municipio referido, es el relacionado con la resistencia o indiferencia que 
muestran los campesinos para que sus ejidos pasen a régimen de 
propiedad privada, sin que se llegue por ahora a una oposición organizada. 

Se presenta con mucha frecuencia , en el proceso de privatización del 
ejido, que no solamente interviene el hecho de intercambios de la 
"mercancia" tierra, sino algo que tiene un peso específico y que esta 
enormemente influenciado por los espacios históricos basicos, en donde se 
manifiestan las relaciones fundamentales de la racionalidad campesina, de 
igual manera encontramos bajo ciertas ci rcunstancias, que en ese espacio 
se presentan también sus alternativas y utopías sociales. Esto se afirma 
porque en el mundo rural pareciera ser que se perfila la construcción de una 
alternativa participativa ante la crisis generalizada, así como ante el 
mercadeo de tierras, Concheiro y Diego, 1997. 

De lo anterior podemos también inferir que la privatización del ejido 
estará directamente relacionada con las ventajas que obtenga el campesino 
en lo referente a la seguridad en la posesión de su parcela, apoyos en 
créditos, asesoría técnica, precios de garantía, pero sobre todo de la 
credibilidad que tengan las autoridades agrarias y la orientación que 
guarden las organizaciones campesinas en el aspecto político, productivo e 
ideológico. En síntesis estamos hablando de un proyecto de desarrollo integral. 
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En cuanto a las instituciones encargadas de la aplicación de las leyes 
agrarias, se percibe cierta desconfianza por parte de los campesinos, esto 
en cierta medida retarda los movimientos que deben realizarse para que 
sean aplicados los preceptos jurídicos que contiene la ley reformada. 
Encontramos en el municipio de Iguala, entre otras dependencias e 
instancias: Secretaría de Reforma Agraria, Procuraduría Agraria, en 
especial en el Programa de Certificación de Derechos Ejidadales y 
Titulación de Solares Urbanos (PROCEDE). 

La aplicación de las normas jurídicas en materia de la reforma agraria 
ha tenido impactos heterogéneos que podemos observar a través de 
actitudes y comportamientos considerables, en el aspecto económico, 
politico, social y cultural en los habitantes de las comunidades rurales. Este 
impacto desde la óptica de politicas públicas refleja el grado en que el 
reparto agrario ha contribuido en la concentración de la tierra, uso del 
suelo, migración, desintegración de la familia, corporativización, 
legitimación del gobierno, gobernabilidad, deterioro ecológico, nivel y 
calidad de vida del campesino. 

En lo referente al hecho de la posibilidad de que en pocas personas o 
empresas se concentren grandes extensiones de tierra. se dice por el hecho 
de que con la reforma al 27 constitucional. se dan las condiciones jurídicas 
propicias para el desarrollo de ese proceso. 

En lo relacionado al uso del suelo, guarda una relación directa a la 
concentración de tierra esto es, que en la medida de que se compacten 
grandes extensiones se estara dando paso al establecimiento de cultivos 
comerciales y de exportación, cuyo riesgo es el que supla a los cultivos 
basicos de autoconsumo. 

La migración se presenta en la medida en que el campesino no cuente 
con tierras que le brinden la oportunidad de obtener productos para su sobrevivencia y se vean en la necesidad de ofertar su fuerza de trabajo en 
otras actividades productivas para complementar su economía. 

Como consecuencia de la migración se va observando una 
considerable desintegración familiar que tiene sus repercusiones en el 



ámbito social y de la convivencia del núcleo familiar así como del núcleo 
agrario. 

En relación a los puntos anteriores podemos observar que el 
campesino se vuelve mas vulnerable y susceptible se ser corporaitvizado 
por las necesidades apremiantes que se le presentan en el ámbito social, 
político y económico. 

Por otra parte, el gobierno con las medidas derivadas de la 
implementación de la nueva legislación agraria , busca legitimar sus actos 
de gobierno para estar en mejores condiciones políticas, de gobernabilidad 
y estabilidad. 

Podemos también prever que en la medida en que no se cuente con 
una legislación restrictiva que se aplique realmente en el uso de pesticidas y 
en la medida en que el capital haga uso desmedido de suelo y los recursos 
naturales, en esa medida sufrirá un deterioro considerable el medio 
ecológico. 

De no existi r como 10 hemos reiterado programas o políticas que 
implementen proyectos y politicas integrales y se deje de lado la 
participación del campesino es esperable que tanto el nivel como la ca lidad 
de vida del campesino se verán considerablemente mermadas, lo contrario, 
podrá aún bajo los lineamientos de esta nueva legislación elevar el nivel y 
calidad de vida del campesino. 

Los aspectos enunciados son parte del cuadro que presenta la 
problemática del medio rural , pero a pesar de haberse hecho varias 
investigaciones, pocas tienen un enfoque de política pública y menos en el 
área en que se desarrolló el presente trabajo. 

Ahora bien. desde la perspectiva del marco de análisis del régimen de 
propiedad ejidal y propiedad privada, fa esencia de la implementación de las 
reformas al articulo constitucional de referencia, consiste en crear un 
contexto que permita que los actores cooperen para lograr los objetivos que 
se propone la política en materia agraria. 



Como hemos señalado anteriormente, son muchos y diversos los 
problemas cuyo impacto se refleja de manera inmediata, otros a mediano y 
largo plazo, derivados o consecuencia directa de las reformas en general y 
particularmente de las referidas al articulo 27 constitucional. En este 
sentido se considera que el impacto en el nivel y calidad de vida del 
campesino, es el de mayor importancia ya que nos proporciona con 
objetividad la magnitud de los resultados de una política pública en la que el 
destinatario fue excluido durante el diagnóstico, diseno e implementación 
de la misma. 

Lo anterior se debe a que los cambios fundamentales impactan en la 
actividad económica y organizativa del campesinado que se manifiestan 
directamente en la prosperidad y desarrollo del medio rural . Los cambios 
derivado de la reforma al 27 constitucional , los podemos enunciar como: 1.­
De supresión del reparto agrario, 2.- Otorgamiento definitivo a los derechos 
de los ejidatarios, 3.- Garantía constitucional de la seguridad jurídica a la 
pequeña propiedad rural . 

Las evidencias de marginación y pobreza se manifiestan de manera 
más acentuada entre los campesinos que tienen un régimen de tenencia de 
la tierra ejidal. De igual manera la correlación que guarda este tipo de 
tenencia de la tierra con la descapitalización, es aún más evidente. 

En el municipio en que se desarrolló el presente trabajo. pudimos 
encontrar, en cuanto a la estructura social , que esta presenta una mayor 
complejidad al interior de los ejidos, como consecuencia del surgimiento de 
diferentes estratos con diversos intereses. A lo anterior hay que señalar que 
a medida que transcurre el tiempo y como consecuencia del incremento 
demográfico, encontramos que el número de campesinos sin tierra es cada 
vez mayor y con ello el problema se agravará en el medio rural. de no 
diseñarse e implementarse una politica pública que presente alternativas 
viables a las necesidades de los habitantes del medio rural. 

Otro de los problemas graves que nos encontramos, es el que se 
refiere a la carencia de infraestructura y equipo técnico, tales como: 
sistemas de riego, maquinaria agrícola, caminos y puentes, etcétera, que 
posibilite o ayude de manera integral a la realización de los propósitos que 
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se enuncian en materia agraria. La falta de una política participativa ha 
hecho que exista un marcado divorcio. entre los objetivos planteados en las 
dependencias gubernamentales y los deseos de lOS destinatarios. 

El problema agrario ha causado serias divergencias entre los 
habitantes de las comunidades rurales, al grado tal , que han existido 
enfrentamientos. no solo de tipo meramenle legal, sino que han costado, 
incluso vidas de los habitantes que se enfrentan a situaciones de deslindes 
de ejidos producto de la aplicación incorrecta de la resolución presidencial 
respectiva que vuelve antagónica la relación de los habitantes de esas 
comunidades. Esto, por la falta de claridad de la poJitica en cuestión y 
probablemente por la ausencia de una ética profesional en las autoridades 
encargadas de implementar la política agraria en nuestro país. 

Es en el campo mexicano donde encontramos la evidencia más 
patética del fracaso del modelo de desarrollo implementado por el Gobierno, 
que se manifiesta en la carencia de los satisfactores esenciales para la 
subsistencia de la población, esto tiende a agravarse cada día. 

En este contexto, el ejido, además de ser una unidad económica, se le 
considera también escenario politico. En el ejido se refleja y se observa la 
participación de los diferentes actores (Meneses Murillo. Luis 1990): 

1.· Los inversionistas privados. nacionales y extranjeros. 
Generalmente se agrupan en las cámaras industriales y comerciales. 

2.· Los propietarios privados de tierras y de agroindustrias de insumos 
y procesamiento de alimentos. Se agrupan en el Consejo Nacional 
Agropecuario y la CNPP. 

3.· Los ejidatarios, comuneros y propietarios privados minifundistas se 
integran en diferentes organizaciones campesinas nacionales y regionales. 

4.· Las autoridades gubernamentales. en donde desde el interior los 
distintos grupos de gobierno impulsan sus proyectos. 

Considerando a los distintos actores, en el municipio de Iguala, se 
observa una mayor presencia, de los inversionistas privados, nacionales y 
extranjeros en aquellos ejidos que cuentan con las mejores tierras, además 
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de tener infraestructura hidráulica. En lO que respecta al uso del suelo, este 
se cubre con cultivos comerciales y en menor escala con cultivos de 
exportación, fundamentalmente la okra. Lo más común es encontrar en los 
ejidos que conforman el municipio de Iguala: ejidatarios y propietarios 
privados minifundistas que pertenecen a diferentes organizaciones 
campesinas regionales y nacionales. También encontramos elementos de 
cierto nivel de autoridad gubernamental desde donde impulsan sus propios 
proyectos. 

3. - FORMAS DE PROPIEDAD DE LA TIERRA Y DESARROLLO 
SOCIOECONÓMICO. 

Las formas de propiedad de la tierra, en los países con características 
agrícolas juegan un papel importante en el desarrollo sodoeconómico 
cuando se diseñan e implementan políticas agrarias y agrícolas que se 
complementan con las pOliticas globales de desarrollo. 

En México, hasta antes de la Reforma del artículo 27 constitucional, se 
reconocían básicamente tres tipos separados de tenencia de la tierra: Ejidal. 
Comunal y Pequeña Propiedad. Esta estratificación nos llevaba a suponer 
que existían derechos y obligaciones diferenciadas entre los poseedores de 
tierras, lo cual, con la reforma serialada - teóricamente - se ha pretendido 
homogeneizar. 

El Estado-Nación tiene características agrarias que difícilmente se 
pueden obviar, ya que el papel que ha jugado la estructura agraria en 
México, representó la base fundamental de la consolidación de la paz social 
en nuestro país. además de que le dio la característica al Estado mexicano 
y la legitimidad que permitió la puesta en marcha de un proyecto de nación , 
en la actualidad sigue prevaleciendo la incidencia de lo agrario en el 
proyecto de nación que se quiere y se está construyendo. 

La tenencia y el mercado de las tierras que hoy se están presentando 
con la reforma al 27 constitucional nos permiten observar una nueva etapa 
en lo que se refiere a la apropiación y distribución de la tierra así como el 
papel que esto juega en las viejas relaciones sociales y políticas y el 



impacto que puede causar en la redistribución de la riqueza y en un proceso 
de justicia social hasta ahora impredecible. 

En nuestro país, el reparto de la tierra ha servido o al menos así se ha 
postulado por las autoridades agrarias, para la redistribución de la riqueza, 
así también se ha considerado como un factor de integración familiar, esto último, al menos para el ejido. . 

De igual manera y quizá lo más importante, ha servido como elemento 
coadyuvante en el mantenimiento de la paz social en el medio rural en 
particular y a nivel nacional en general, lo cual ha permitido en cierta medida 
la gobernabilidad en nuestro país y esto a su vez ha hecho posible que las 
autoridades establecidas se legitimen al implementar las politicas de 
asistencia y desarrollo social. 

En general, podemos decir que las tierras destinadas a la actividad 
agrícola han jugado un papel primordial en el desarrollo socioeconómico de 
los paises que han alcanzado un desarrollo importante, debido a que han 
servido para producir en un primer momento las materias primas que se 
requirieron como insumas para la industria y los alimentos para la 
manutención de la población. Todo ello sirvió, junto con la diversificación de 
la economía, planeación y correcta administración, para avanzar en cierta 
medida en el logro de los satisfactores para la población y la obtención de 
bienes y servicios de calidad que se manifiestan en beneficios colectivos en 
el aspecto económico, político y social. 

En México, históricamente al ejido se le había asignado con diverso 
acento, una doble función que cumplir; una política, en la que recae 
principalmente la organización y el control del campesino y la otra, 
económica que se encarga de proveer alimentos y materias primas a bajo 
costo a las zonas urbanas y materia prima a la naciente industria, así como 
mano de obra barata. 

El (01 que se le asigna a los campesinos, después del rég imen 
cardenista, es el de coadyuvar al rápido proceso de industrialización de 
nuestro país, en esta perspectiva, a la agricultura se le asignó la función de 
proveer alimentos a los centros urbanos que posibil itaran abastecer de igual 
manera de materia prima a la incipiente industria. Para esto se hizo 
necesario incentivar a la agricultura comercial : instalación de una 
infraestructura hidráulica y una aplicación flexible de la legislación agraria 



que propició en buena medida nuevas concentraciones ilegales de tierra, 
que repercutió en beneficio de la agricultura comercial; se implementó una 
política de investigación agrícola que logró un incremento en el rendimiento 
por unidad de superficie y garantizó el advenimiento de mano de obra 
barata hacia la agricultura comercia1. 

Podemos afirmar que en esa etapa el ejido se convirtió en una reserva 
de mano de obra barata, que suministra tanto a la agricultura comercial 
como a los grandes centros comerciales. Es por esta razón que el ejido 
cumple el rol en el modelo de acumulación de un aparato productor y 
reproductor. 

Según Gordillo (1986), el sesgo economicista de la política estatal 
hacia el campo, consistió en destinar mayores recursos al campo sin 
modificaciones sustanciales en la estructura agraria ni en la estructura de 
poder. 

En la década de los setentas las exigencias económicas nos conllevan 
a la reorientación del ejido así como de la función política de este. 

Si se parte de considerar al ejido como una unidad de producción 
orientada a la producción de alimentos baratos, se debe de igual manera, 
buscar que éste cuente con una base propia de acumulación, que le 
posibilite ampliar y consolidar su ciclo productivo garantizando, la 
reproducción y el mantenimiento de la fuerza de trabajo ejidat. 

Con la puesta en marcha del TLC, se acentúan cambios importantes 
de la función que tenía asignado el ejido, debido a que uno de los primeros 
pasos fue precisamente el modificar el marco jurídico que posibilitara 
ingresar al mercado la tierra ejidal para ir creando las condiciones y poder 
establecer a amen de lo que ya hemos señalado, una agricultura de gran 
escala. 

Lo anterior difiere un tanto de la función que venía cumpliendo el ejido. 
y que en general podemos mencionar las siguientes características: la 
creación de un sector moderno de exportación que facilitaba la obtención de 
las divisas necesarias para la industrialización del país mientras que el ejido 
fue un sector cuya principal función era la producción para el mercado 
interno. La aportación del sector social a la acumulación del sector 
industrial, mediante bienes salario se dio paralela a su descapitalización que 
se va a expresar años después en una enorme crisis productiva, 



principalmente de los productos básicos, que ha representado enormes 
erogaciones en la cuenta corriente del gobierno federal . 

4.- EL CASO DEL EJIDO EN MÉXICO. 

En México el ejido ha tenido características muy particulares, tales 
como las que le dieron las Leyes Agrarias emitidas a través de las distintas 
fases por las que ha atravesado después del Constituyente de 1917 y que 
tiene su sustento en el artículo 27 constitucional , estas características 
reflejan el sentido social que se le dio al ejido, producto de la lucha que el 
campesinado libró con el movimiento armado que reivindicaba el reparto 
agrario. 

La esencia del espíritu revolucionario y el sentir de los campesinos 
mexicanos que le otorgaba el derecho a la obtención y disfrute del producto 
de la tierra como un medio para iniciar su desarrollo económico y social , se 
encontraba en la fracción X derogada del artículo 27, que señalaba: 

• Los núcleos de población que carezcan de ejido o que no puedan 

lograr su restitución por falta de titulación, por imposibilidad de identificarlos 

o porque legalmente hubieren sido enajenado serán dotados con tierras y 
aguas suficientes para constituirlos, conforme a las necesidades de su 

población sin que en ningún caso deje de concedérseles la extensión que 

necesiten, y al efecto se expropiará, por cuenta del Gobierno Federal, el 
terreno que baste a este fin , tomando del que se encuentre inmediato a los 

pueblos interesados". 

Como se observa en la fracción derogada, los gobernantes posteriores 
a 1917, se obligaban por ley a cumplir un proyecto de País a futuro, 
teniendo Como pilar de sustento para el desarrollo, al sector rural. 

Sin lugar a dudas que cada presidente del país le ha impregnado su 
sello característico, han modificado y adaptado las leyes de acuerdo a la 
política global que diseñan para alcanzar sus objetivos (aunque no 
necesariamente los de los campesinos) , podemos decir que hasta antes de 
la reforma del 6 de enero de 1992, no se habían presentado reformas que 
modificaran la esencia del ejido, es decir, su carácter de interés social , 
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como patrimonio familiar que legalmente no se podía rentar ni enajenar, tampoco embargar, ni podía transformarse en otra forma de propiedad. 

La propiedad social a través del tiempo ha ido adquiriendo como ya 
mencionamos, distintos enfoques y objetivos en función del sentido económico que el Estado mexicano le confiere al ejido y a la comunidad. Se 
considera que hasta 1934 el ejido jugaba el papel complementario de los 
ingresos para los campesinos, con la intervención del General Lázaro 
Cárdenas y sus reformas, los ejidos y las comunidades agrarias adquieren 
un papel relevante a nivel sociopolítico pero sobre todo a nivel económico, lo cuál se vio reflejado en un crecimiento significativo en la producción 
agropecuaria que posibilitó la transferencia de los excedentes al proceso de 
industrialización y desarrollo de los grandes centros urbanos. 

Con el paso del tiempo el agro fue siendo relegado y como 
consecuencia de ello perdió importancia relativa para la élite gobernante. En 
contraparte emerge y se desarrolla un importante movimiento campesino cuya demanda central es la tierra y que se complementó a fines de los años 
70 y sobretodo en la década de los 80 con la lucha por la apropiación de los procesos productivos y de manera simultánea con el desarrollo de las 
empresas económicas campesinas como reivindicación de estos movimientos. 

Podemos resumir que el ejido en México ha jugado un papel 
determinante en los distintos campos: económico, politico y social. 

En el aspecto económico ha sido el sustento de la economía 
campesina que ha posibilitado la sobrevivencia de este sector y en cierta medida ha sido la base del inCipiente desarrollo industrial. 

En el aspecto político, el ejido jugó en un primer momento un papel 
determinante, ya que posibilitó la creación de la Confederación Nacional 
Campesina, columna vertebral del régimen polítiCO posrrevolucionario que brindó el respaldo al gobierno en los momentos criticos de inestabilidad 
politica, lo que posibilitó la legitimación del régimen. Sin embargo, esa 
confederación oon el paso del tiempo se desvió de sus objetivos centrales, trasformándose en un organismo corporativizante al servicio de la élite gobernante. 

En el aspecto social, el ejido hasta antes de la reforma de 1992, habfa sido un elemento coadyuvante de la unidad familiar, sobre todo, en el medio 



rural posibilitó la formación de organizaciones de ejidatarios encargadas de 
realizar eventos de índole social a nivel local, regional e incluso a nivel 
nacional. 

De acuerdo a los datos proporcionados por la Secretaria de la 
Reforma Agraria (SRA), citado por Encinas, 1986, nuestro territorio cuenta 
con aproximadamente 200 millones de hectáreas, de las cuales 67 .5 
millones son propiedad privada, que representan el 33.6% del total del 
territorio nacional. En contraparte, la propiedad social cuenta con 101 
millones de hectáreas del total de nuestro país, compuesta por 27,078 
ejidos y comunidades campesinas, equivalente al 50.5% del total de la 
superticie del territorio nacional en donde se encuentran aproximadamente 
3 millones de campesinos. Cabe destacar que aún cuando la propiedad 
privada cuenta con menor superficie, la calidad de las tierras es mayor, 
agregado a la infraestructura hidráulica con que cuenta, no así las tierras de 
la propiedad social que en un alto porcentaje son extensiones cerriles y de 
agostadero, es decir, de temporal y mala calidad, solo un reducido 
porcentaje cuenta con la infraestructura hidráulica y aptas para la 
agricultura. 

Con el propósito de dotar de las condiciones necesarias al ej ido, para 
poder incidir en el mercado capitalista en mejores condiciones de 
negociación y poder llegar a jugar un papel de mayor autonomía, se 
requiere entre otras cosas de apropiarse o ponerse al frente del proceso 
productivo y su comercialización, para poder obtener los excedentes 
generados por su trabajo y canalizarlos hacia el mejoramiento en su nivel de 
vida, pero igual importancia tiene el poder desarrollar y consolidar una 
participación democrática al interior de su ejido, que llegue a convertirse 
(esta democracia) en la parte sustancial de la sociedad rural . 

La pertinencia del ejido se sustenta en su contribución al desarrollo 
rural sustentable, en donde puede ser determinante si contribuye a elevar el 
nivel de vida, se aprovecha su potencial de manera eficiente, la explotación 
de los recursos no perturban el medio ecológico y la participación de la 
población rural se efectúa en todos los ordenes y niveles de decisión. 



5.- EVALUACiÓN DEL IMPACTO DE LA REFORMA AL ART. 27 DE LA 
CONSTITUCiÓN POLlTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

En el caso que nos ocupa, el ·problema pÚblico· se refiere a los 
problemas que afectan de manera directa a los habitantes del medio rural y 
de forma particular a los ejidatarios, obviamente que repercute de manera 
indirecta en la sociedad en general por la significación que el reparto agrario 
tiene en el sistema político, la producción agrícola y ésta a su vez en lOS 
niveles de vida. 

El tipo de reparto agrario pasa a ser un problema público, debido a 
que este ha afectado negativamente con el tiempo a la sociedad rural que a 
principios del presente siglo tuvo un papel destacado en la vida política 
pública en nuestro país, ya que la concentración de la tierra en manos de 
pocas personas generó la inconformidad que desembocó en un movimiento 
armado cuya bandera central era el reparto o redistribución de la tierra entre 
los campesinos carentes de ella y que para ese momento representaba un 
obstacu lo a vencer para poder tener las condiciones económicas, politicas y 
sociales que posibilitaran y potenciaran el desarrollo de nuestra sociedad. 

En aquel momento se pensó que el reparto, la administración y el 
usufructo de las tierras rendiría "beneficios netos para todos·, de manera 
inmediata, mediata y a largo plazo. Para lo cual se preveían normas 
jurídicas que consideraban a las tierras repartidas (constitución de ejidos) 
como imprescriptibles, inembargables, como patrimonio famil iar, e 
inalienables. En la actualidad y como una forma para justificar las reformas 
al artículo 27 constitucional, se dejó de lado esta argumentación para dar 
paso a la conversión del régimen de propiedad ejidal al de propiedad 
privada, argumentando que con esta medida se le daba seguridad al 
campesino en la tenencia de su tierra. 

A principios de 1992, la tenencia de la tierra ejidal , visto desde la 
óptica del Ejecutivo y el Legislativo, se convirtió en un problema público que 
implicaba Kcostos netos para todos·, cuya manifestación era el bajo 
rendimiento de la producción agrícola, debido, entre otras cosas, al 
minifundio que representa la estructura ejidal y cuya solución satisfactoria 
rendiría "beneficios netos para todos". En este marco y con el anuncio de la 
concreción del Tratado de Ubre Comercio (TLC) entre E.E.U.U., Canada y 



México, habría necesidad de adecuar el marco jurídico que permitiera la 
liberalización de la tierra y competir en el mercado como una mercancia 
más, en correspondencia a las exigencias del TLC. 

En función de lo anterior se dieron los pasos pertinentes para tratar de 
-resolver" este problema público, es así como las dos instancias: poder 
Ejecutivo y Legislativo iniciaron el cabildeo entre la clase política, en el 
medio urbano y rural para poder llegar con una posición concensada 
respecto a la reforma del 27 constitucional. Sin embargo, hay que destacar 
la oposición fundamentada y apegada a lOS intereses de los campesinos 
que sobre la iniciativa de Ley del Ejecutivo hicieron los legisladores del 
Partido de la Revolución Democratica (P.R.D.), lo que tuvo resultados 
positivos parciales que, podríamos decir que en buena parte detuvo la saña 
que contra el Ejido, la iniciativa de Ley original contenía. Hay que señalar 
también que en este proceso, el campesinado estuvo ausente y al margen 
de la reforma que los afectaba directamente, no se les consultó ni se partió 
de sus necesidades reales; al campesinado se le presentaron hechos 
consumados, que han resultado, a pesar de los brotes espontáneos de 
inconformidad surgidos, difíciles de revertir. 

El debate central entre la élite política de lOS distintos partidos políticos 
registrados, giró en torno a la conveniencia o no de transformar el régimen 
de propiedad ejidal como una forma para resolver el problema agrario y 
agrícola: la incertidumbre sobre la posesión de la tierra y el déficit de la 
producción agrícola, fue para ellos lo fundamental. Esto dejó de lado las 
demandas y necesidades más sentidas de los campesinos. 

Para estas instancias de poder, el problema público de principios de 
siglo que consistia en el reparto de tierras, había llegado a su fin , ya sea 
porque no existen tierras para repartir o porque las demandas de tierra de 
los campesinos habián sido satisfechas. Ese problema estaba resuelto, por 
lo que con la reforma al 27 constitucional se daba por terminado el reparto 
agrario, y ahora, después de 80 afias de reforma agraria y de que el 
campesinado finalmente -había adquirido la mayoría de edad ~ , estaban las 
condiciones dadas para que sin la tutela o paternidad del Estado, el 
campesinado administrara su tierra según lo que a sus intereses convenga. 

De la premisa anterior se partió para que el Ejecutivo lanzara la 
iniciativa de reforma al artículo 27 que se concretó el 6 de Enero de 1992 y 
que en esencia planteó: 1.· Supresión del reparto agrario, 2.· Otorgamiento 



definitivo a los derechos de los ejidatarios, 3.- Garantía constitucional de la 
seguridad jurídica a la propiedad rural . 

Como se puede observar, en esta fase el problema público en el 
medio rural se expresa fundamentalmente - desde el punto de vista del 
Ejecutivo - en la falta de seguridad de los ejidatarios sobre su parcela 
(problema agrario) y los bajos rendimientos agrícolas (problema agrlcola), 
los que en conjunto manifiestan un problema público en México de 
magnitudes extremas en el aspecto económico, político y social. De esta 
problemática se parte para justificar la reforma del artículo 27 constitucional 
y que en esencia presenta formalmente, el reconocimiento y protección de 
la ley a la propiedad ejidal y comunal ; el impulso al desarrollo de la 
pequeña propiedad rural , para el fomento de la agricultura, ganadería, 
silvicultura y demás actividades económicas del medio rural ; se plantea la 
posibilidad de que ejidatarios y comuneros puedan asociarse entre si o con 
terceros y otorgar el uso de sus tierras; la protección a la integridad territorial 
de los pueblos indígenas; la instauración de tribunales agrarios autónomos, 
entre otros planteamientos. 

El problema agrario para la etapa presente y bajo los considerandos 
anteriores, se resuelve según la visión del Ejecutivo y los legisladores: 
pasando del régimen de propiedad ejidal al de propiedad privada, de esta 
forma - según ellos - se resuelve el problema en materia agraria del 
campesinado, considerando que la certificación y escrituración son la 
solución a este problema público. 

Para salir del letargo de improductividad, en el terreno agrícola, se 
plantea la asociación de ej idatarios y comuneros entre sí o con terceros con 
la finalidad de alcanzar la satisfacción alimentaria del campesino, de la 
comunidad en general y de esta manera también evitar o reducir la 
importación de alimentos. Pretendiendo conservar el espíritu social 
contenido en el artículo de referencia, en la reforma actual se promueve la 
productividad de las tierras ejidales con un doble propósito: el beneficio del 
campesino y la consolidación de la autosuficiencia alimentaria . 

Todo lo anterior han sido propósitos y buenos deseos del Ejecutivo y 
legisladores ya que hasta donde se ha investigado (PROCEDE1 993, 
Concheiro 1996 y Grindle 1996) la implementación de las reformas al 
artículo 27 constitucional han tenido poca receptividad entre los campesinos 
ejidatarios, debido fundamentalmente a que no satisfacen las expectativas 
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del campesinado en lo referente a la cuestión agraria y mucho menos a la 
cuestión agrícola. 

En materia agraria siguen existiendo latifundios simulados o reales así 
como millones de solicitantes de tierra y que de acuerdo a esta Ley están 
imposibilitados para que por medio de dotación o ampliación del ejido 
puedan obtener una parcela. Por otra parte el propósito de incrementar la 
productividad agrícola ha quedado en eso, debido a que como es del 
dominio público, el campo se encuentra descapitalizado. Por otra parte, no 
se han diseñado políticas de financiamiento y asesoría técnica que 
posibiliten el logro de dicho propósito. 

En síntesis, podemos decir que el problema públ ico que se pretendió 
resolver con la reforma al artículo 27 constitucional, persiste debido a que 
no se supo definir correctamente el problema, no se diseñaron políticas 
apropiadas para su solución, y las que se implementaron, como 
consecuencia de lo anterior, no lograron resolver dicho problema. Falta la 
realización de una evaluación ex-post que nos muestre las fallas que deben 
de ser corregidas si existe la voluntad y decisión para que se emprenda una 
real reforma agraria que cumpla con lo enunciado en el artículo 27 
constitucional original. 

Se considera que en el aspecto agrario y agrícola, atendiendo las 
necesidades actuales de desarrollo que requiere el país, se hace necesario 
diseñar una política pública globalizadora, integradora y participativa que 
contemple entre otros aspectos, la estratificación de los problemas públicos 
rurales y urbanos: agrarios y agrícolas. 

En cuanto a los problemas agrarios, consideramos que el espíritu del 
artículo 27 constitucional sin reformarse, contempla las expectativas del 
campesinado y posibilita la adquisición de una parcela que le permita 
obtener los productos agrícolas para la alimentación apropiada, amen de 
otras repercusiones positivas en el aspecto politico y social, por lo que sería 
pertinente reconsiderar la reforma para que no se pierda la esencia original. 

En donde creemos que existe la necesidad de diseñar e implementar 
una política de mayores alcances, es en el aspecto agrícola en donde se 
considere la necesidad del otorgamiento de créditos blandos, asesoría 
técnica, mejoramiento del suelo. rotación de cultivos ampliación de la 
infraestructura de riego. ampliación de la frontera agrícola, estímulos a la 



productividad, precios de garantía razonables, seguridad en la 
comercialización, etcétera. 

Todo esto nos llevaría a tener amplio margen de seguridad sobre el 
logro de los objetivos en cuanto a la autosuficiencia alimentaria, menor 
dependencia del exterior y como consecuencia un mayor bienestar social , 
de manera tal que se alcanzarían niveles de vida aceptables en el medio 
rural con su consecución positiva en el medio urbano. 

En la actualidad no se cuenta con estudios que nos permitan 
determinar con cierta confiabilidad el impacto real que la reforma ha 
causado en el aspecto socioeconómico, por lO que resulta un tanto 
aventurado, en estos momentos, emitir una aseveración al respecto. Lo 
anterior obliga a rea lizar estudios de caso que aporten con precisión, 
elementos que evidencien la realidad socioeconómica del campesinado, así 
como su participación competitiva en el mercado internacional , para que de 
esta manera podamos contar con elementos que nos posibilite tener una 
visión de conjunto al respecto y poder realizar las evaluaciones sobre el 
impacto causado por la reforma. Sin embargo, podemos señalar que la 
implementación de la Ley de referencia , de acuerdo a lO que se observa en 
el municipio de Iguala se ha adoptado principalmente en aquellos ejidos que 
cuentan con infraestructura de riego o bien aquellos que tienen una mayor 
identificación tanto política como ideológica con el partido oficial , pero que 
en esencia las condiciones y calidad de vida no se han visto elevadas 
substancialmente, la marginación y la pérdida de su identidad cultural se 
manifiestan en la desintegración familiar como producto de la migración. 

Por lo que podemos inferir que, la aparición de consecuencias no 
previstas, son signos fehacientes de que no se prestó debidamente atención 
a restricciones importantes en el momento de la toma de decisiones o de 
que cambiaron las condiciones limitantes. Majone 1994. 

6.- ESTRATEGIA METOOOLOGlCA 

Se ha buscado, a través de la confrontación de los planteamientos 
teóricos con la realidad que se vive en el medio rural y de manera particular 



con el ejidatario, encontrar una explicación convincente del impacto que ha 
causado la reforma de referencia. Para tal fin se procedió a obtener 
información indirecta a través de la revisión bibliográfica que sobre el tema 
existe y la obtención de información directa, a través de la aplicación de 
encuestas (anexo 1) Y entrevistas que propiciaron un acercamiento con los 
ejidatarios, con las autoridades ejidales de los diferentes núcleos de 
población del municipio de Iguala que nos permitió conocer de manera 
directa su punto de vista y contrastarla con la opinión e información de los 
responsables de la Procuraduría Agraria (P.A.) y concretamente del 
PROCEDE. 

Este estudio se realizó, de manera específica en el municipio de Iguala 
de la Independencia, Gro., por considerar que encontramos en éste, una 
diversidad que nos lleva a la representatividad del problema ejidal en la 
entidad en cuanto a: estratos sociales, niveles económicos, politicos, 
ideológicos, organizativos, calidad del suelo, infraestructura agrícola, 
cultivos, medios de comunicación, comercio y cultura. Esta diversidad, nos 
permite obtener parámetros que enriquecen la información existente, 
contrastando una realidad viva, con los supuestos teóricos de la reforma 
que nos encaminan a partir de la discusión de estos elementos evaluativos, 
arribar a la formulación de una serie de propuestas sobre la política agraria 
que responda a las expectativas del campesinado de este municipio y que 
pueden ser aplicadas a otros puntos geográficos que tengan condiciones 
similares. 

Por considerar que las limitantes en tiempo, en logística, y recursos 
eran determinantes, se tuvo que' focal izar a traves de una muestra 
estratificada un número de ejidos que se consideró son lo suficientemente 
representativos para la investigación que se realizó. 

De un total de 16 núcleos agrarios que constituyen el municipio de 
Iguala, Gro. se trabajó con 5 de ellos, que representan el 31.2% del total de 
dicho municipio. Esta muestra comprende los siguientes ejidos: Iguala, 
Metlapa, Planta del Zapotal, Platanillo y Sta. Teresa, en donde se aplicaron 
60 cuestionarios de manera proporcional, atendiendo al número de 
ejidatarios con que cuenta cada ejido. Resulta necesario señalar que en el 
municipio de referencia no existe tierra de propiedad comunal. 

Después de haber analizado y procesado los resultados, nos permitió 
llegar a algunas conclusiones, sugerencias y recomendaciones de políticas, 
que también nos lleva a plantear, la necesidad de poder realizar nuevas 



investigaciones, que nos permita contar con elementos identificados y 
abordar la problemática del municipio de conjunto, para definir 
correctamente el problema, diseflar la política apropiada, para que en el 
desarrollo de ésta, nos dé el mejor resultado, cuyo impacto en el medio rural 
sea el que gobernantes, pero sobre todo la población desea para disfrutar 
de bienes y servicios públicos de calidad. 

Finalmente, se optó por el estudio de caso, ya que esta técnica nos 
permite tener una visión localizada, que estudios generales con una visión 
global, en ocasiones dejan de considerar las condiciones especificas que 
son la esencia del problema y que en muchos de los casos, estas 
condiciones son las determinantes en la aplicación incorrecta de una política 
que es instrumentada fuera de contexto y sobre todo sin tomar en cuenta a 
los sujetos de dicha política. 

En la aplicación de la política pública agraria . lo anterior es 
determinante, debido a que existe un mosaico de enfoques que van desde 
los que pretenden justificar las acciones públicas de las autoridades 
legalmente establecidas, sin resolver a fondo el problema, pasando por 
aquellos que medianamente toman en consideración las necesidades del 
usuario, y que aplican una política solamente desde una visión oficialista, 
hasta aquellos en las que toman en cuenta la opinión y las necesidades de 
la población rural y los involucran en el diseño e instrumentación para luego 
integrarlos en parte activa de la evaluación. 

Debido a que en una investigación como la realizada en el presente 
trabajo, se vuelve imprescindible el que se considere y ponderen 
correctamente los indicadores, tales como: grado académico, empleo, uso 
del suelo, producción por unidad de superficie, destino de la producción, 
superficie de la tierra, grado de mecanización, forma organizativa, forma de 
la toma de decisiones, tradiciones, servicios, infraestructura, etcétera, que 
de no ser considerados, nos pueden arrojar apreciaciones incorrectas. 

Para el análisis e interpretación de los resultados se tomaron en 
cuenta todos los aspectos cualitativos y cuantitativos que reflejan lo tangible 
e intangible del problema, como ejemplo patético de lo anterior, se observa 
en el mercado de tierras. en donde intervienen de manera interactiva los 
sujetos sociales para los cuales la tierra, con sus formas de tenencia y sus 
características jurídicas, es el objeto inmediato de sus relaciones que en 
muchas ocasiones, son el resultado de diversos y contradictorios procesos 
históricos, donde no solamente se confrontan racionalidades económicas 



distintas, sino planteamientos ideológicos, posiciones políticas y visIones de 
la propia vida que resulta imprescindible, 

Tanto la metodología como la técnica que se emplearon en la 
presente investigación, nos permitieron lograr una buena interacción con las 
autoridades agrarias y municipales así como con los ejidatarios, de tal forma 
que pudimos de viva voz y observando las condiciones reales de vida en el 
medio rural , conocer y aproximarnos a la evaluación del impacto producido 
con la aplicación de dicha reforma, que a 6 años de haber iniciado su 
instrumentación, los cambios que se observan son considerables, pero no 
precisamente favorables a los campesinos. 

7.- MODELO EVALUATIVO: 

La evaluación es una actividad diaria que consiste en identificar y 
cuantificar los efectos propios de una acción. Se pretende ir mas allá de la 
simple deSCripción de los acontecimientos, para explicar lo que ha pasado, 
si el problema ha sido resuelto, en síntesis si se han alcanzado los 
objetivos. 

Según Meny y thoenig (1992), desde el punto de vista de las ciencias 
sociales, la evaluación de las políticas públicas oscilan entre dos actitudes: 
la primera consiste en estudiar si, en un sistema político, hay organismos o 
medios que asuman una actividad de evaluación como la prensa , 
funcionarios especializados en el control dentro del sector público, grupos 
de presión, asociaciones, etcétera. 

La segunda consiste, para el analista, en elaborar los conceptos y los 
métodos que permitan, precisamente describir, explicar y valorar de forma 
científica los resultados de la acción gubernamental. 

En el análisis científico evaluar una polítíca pública es apreciar los 
efectos atribuíbles a una intervención gubernamental en un campo 
especifico de la vida social y del entorno físico. por lo tanto la evaluación es 
un camino, un modo de razonamiento asumido por el analista: la 
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apreciación sistemática, sobre la base de métodos científicos, de la eficacia 
y de los efectos reales, previstos o no, buscados o no, de las políticas 
públicas. 

En virtud de que la evaluación de toda política pública, nos posibilita 
identificar los elementos que inciden de manera determinante en el éxito o 
fracaso de la política publica que se implementó, es imprescindible aplicar 
el modelo apropiado que considere la instrumentación de la misma, como 
un proceso paralelo que nos permita ir evaluando cada una de las acciones 
en sus diferentes etapas, para que los resultados sean los deseables. 

Este modelo nos sirve como guia para obtener datos de manera 
cuantitativa y sobre todo cualitativa que nos permite formular un juicio más 
aproximado a la realidad del caso de estudio. 

Mucho se ha dicho y escrito respecto a que el campesino en el 
proceso de esta reforma estuvo ausente. Es por ello que en el diseño del 
proyecto para reformar, el artículo 27 constitucional , intervinieron tanto la 
visión como el interés SÓlO de los protagonistas en dicha reforma: el poder 
legislativo y poder ejecutivo. 

Para este fin el legislador tuvo que hacer una evaluación ex-ante y ex­

post con la reforma en cuestión, para buscar y obtener efectos en el ámbito 
socioeconómico y sociopolítico que permitieran, para el primer caso, 
recobrar la confianza del capital para efectuar inversiones en el medio rural, 
inyectar dinamismo y capitalización para -según ellos- incrementar, tanto la 
producción como la productividad y esto se vería reflejado en el 
mejoramiento de los diferentes niveles de vida de la población, que 
repercutiría en la reactivación de la economía a través del ahorro, la 
inversión y generación de empleos y todo ello provocaría un crecimiento 
sostenido, lo cual nos llevaría a un desarrollo y esto a su vez nos permitiría 
la integración del país al mercado internacional con ventajas relativas y 
poder de esta manera entrar a la competitividad con los países 
desarrollados y así hacernos llegar divisas para poder adquirir tecnologia de 
punta para la agricultura, con la finalidad de modernizar la planta productiva 
en el ramo agrícola. 

Para el segundo caso se esperaba legitimar con la reforma, al 
régimen politico prevaleciente, que posibilitara lograr la paz y estabilidad 
social en el medio rural. 
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Por otra parte, aun cuando esto no esta plasmado (es lo oculto de la 
ley en cuestión), se obtendría y alentaría en el campesino el individualismo 
por medio de la privatización del ejido, lo que implicaría dificultades 
organizativas del campesinado que conlleva la vulnerabilidad del sector 
des protegiéndolo; volviéndolo facil presa de los abusos en los distintos 
niveles de gobierno. 

El ejecutivo, buscaba darle seguridad en la tenencia de la tierra al 
campesino, hacer expedito los tramites agrarios, incrementar la 
productividad, e incorporar las tierras al mercado, aunque la intención 
expresa de este proceso fue privatizar la estructura del mercado de tierras 
del llamado sector social (ejidos y comunidades) que cuenta con mas del 
50% del territorio nacional (106.5 millones de hectareas) y el 67% de los 
predios (3.2 millones), esto no ha tenido la aceptación por los campesinos 
que en un principio se pensó. 

En cuanto a las características que se pueden observar en la reforma 
del 27 Constitucional, podemos señalar entre otras, las siguientes: es una 
reforma que parte de las necesidades de los empresarios y de los 
inversionistas, que dejan de lado las de los campesinos, se plantea como 
eje central la privatización del ejido y el incremento de la productividad . 
Como consecuencia de la forma en que se define el problema, se diseña e 
implementa esta reforma, es decir, en y por la élite buropolítica, resulta 
relativamente facil concluir que los resultados esperados, no sean 
suficientemente satisfactorios. 

Cabe destacar que la validez de este estudio se centra en la 
información que los actores del caso aportaron y que dan cuenta de lo que 
desean de una norma jurídica que regula la relación entre el poder público y 
la actividad agrícola a través de la tenencia de la tierra y que creen que esto 
los lleve a un mejoramiento en el nivel y la calidad de vida en el medio 
rural , ya que en la mayoría de los núcleos de población de este municipio no 
se cuenta con alternativas que generen empleos o actividades diferentes, es 
por ello que el campesino necesita y requiere no solamente una reforma 
agraria, sino políticas de desarrollo integral que le permitan combinar y 
desarrollar su actividad, ya que por tradición está más arraigado a su 
parcela y cambiar su actividad y residencia de manera brusca, es tanto 
como cambiar su cultura y su identidad, lo que crea trastornos, en 
ocasiones, irreversibles y de consecuencias impredecibles. 



Como se puede observar por lo antes dicho, el modelo es el 
neoliberal , que se caracteriza en el caso concreto que nos ocupa por excluir 
en el proceso de reforma, a los actores principales a quién fue destinada 
dicha reforma y por otro lado se tuvo mayor cuidado establecer en el marco 
juridico los elementos que posibilitaran la intervención de manera más 
significativa de los grandes productores y dar paso con ello a las inversiones 
del capital en el agro mexicano. No sin antes entrar a la liberalización de las 
tierras de las tierras de propiedad social. 
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CAPITULO 11 

LA REFORMA AL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL: PROBLEMAS 
PÚBLICOS ASOCIADOS CON LAS REFORMAS DE TENENCIA DE LA 

TIERRA Y PROPÓSITOS DEL LEGISLADOR 

Las recientes reformas en materia agraria se enmarcan dentro del 
modelo de liberalización de la economía mexicana con el propósito de 
insertarse en el campo de la competitividad a nivel mundial. Por otra parte 
se pretende ·otorgar" a lOS campesinos la capacidad de decidir sobre la 
organización que consideren más conveniente a sus necesidades e 
intereses particulares, siguiendo los procedimientos establecidos en la ley 
reglamentaria del 27 constitucional. 

Se busca con estas reformas, dar · seguridad" en la tenencia de la 
tierra y así buscar el retorno de la inversión privada al agro, para que de 
esta manera se capitalice el campo mexicano sin que el Estado intervenga 
directamente y s610 juegue el papel de conciliador de intereses que en 
determinado momento pudieran tornarse antagónicos. 

Con la reforma del 6 de enero de 1992 al articulo 27 constitucional , se 
da por terminado el reparto agrario en México, lo que nos plantea la 
necesidad de prever los problemas públicos derivados de esta reforma. 
Esta espera debido a que en nuestro país no existen ni se lograran tener en 
el corto plazo las condiciones socio-políticas que permitan aplicar a plenitud 
dichas reformas. 

Otro problema, se verifica en el ámbito económico, debido a que el 
campo mexicano actualmente está descapitalizado y estas reformas no 
están acompañadas de una política económica integral para el agro, que 
permita inyectar recursos económicos frescos e incentive a los productores 
a invertir en cultivos básicos de consumo humano y de exportación para 
obtener niveles alimenticios aceptables, que generen divisas suficientes, 
creen empleos, lo que vendría a mejorar las condiciones de vida en el 



medio rural . Lo anterior plantea también serias dificultades para poder 
superar la difícil situación actual. 

Las diferentes modificaciones realizadas en materia agraria, se han 
hecho con la finalidad de adecuar el marco jurídico a las necesidades de loS 
distintos sectores que están involucrados directamente con la tenencia de la 
tierra, pero tiene un mayor peso el sector que invierte en el campo. Esto ha 
sido de esta manera y tanto el Ejecutivo como el Legislativo previeron y 
garantizaron en las reformas efectuadas, la seguridad que el inversionista, 
nacional o extranjero busca tener en su inversión, con lo cual se ~res uelve 

ese problema -o Sin embargo, en nuestro país existe una compleja situación 
sociopolítica que resulta difícil superar con simples reformas en el campo 
económico como es el caso que nos ocupa. 

A pesar de las medidas ~ correctivas ~ que se han hecho a través de lOS 
diferentes niveles de gobierno, se puede observar que en nuestros días, el 
problema agrario persiste, sin que se vislumbre una solución real , más bien 
pareciera que las reformas recientes al 27 constitucional "avivarán- la 
inconformidad que se aloja en los campesinos mexicanos. 

1.- DIAGNOSTICO DE LA SITUACiÓN AGRARIA Y AGRICOLA PREVIA 
A LA REFORMA. 

A nivel general podemos señalar que la situación agraria en México, 
se ha presentado como un problema público en el que el Estado ha 
intervenido por mandato constitucional desde 1917. 

Podemos decir que hasta la segunda mitad de la década de los 
setenta, el paradigma oficial era el de contar con un Estado fuerte e 
interventor que lograra promover el crecimiento así como la diversificación 
económica a través de la sustitución de importaciones que conllevara al 
fomento del empleo, así como incrementar el ingreso percápita y que todo 
esto se reflejaría en la ampliación del mercado interno. El reparto de la tierra 
está íntimamente relacionado con este paradigma, partiendo de la 
consideración de que a la tierra se le considera como elemento para 
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distribuir el ingreso, para dinamizar al sector agropecuario y contribuye 
significativamente en nuestro país en la ampliación del mercado interno. 

En el aspecto agricola podemos señalar que en el período 
comprendido de 1980 a 1989, se presenta una sensible baja en la 
producción y superficie cosechada de los 10 principales cultivos, dicha baja 
según lo señalan Carlsen y Robles (1991) , fue en un promedio de un 8%; 
los rendimientos de los granos básicos sufrieron un estancamiento y en 
muchos casos una baja, tal es el caso del maiz que pasó de 9,1 a 
1.65tonlha, el frijol de 0.67 a 0.45ton/ha: hubo un importante incremento en 
las importaciones agrícolas, en contraparte las exportaciones del sector 
decrecieron en tal magnitud que se presentó un saldo negativo de 219 
millones de dólares en 1988 y de 248,6 millones en 1989 (J. F. Kin, 1988) 
citado por Cartsen y Robles. 

Esta situación que se presenta en el sector agropecuario, se ve 
empeorada con la implementación de políticas neoliberales en el medio 
rural que consistieron en el retiro de los subsidios y apoyos a los 
productores, desregularización de precios, liberalización del comercio, entre 
otros, que tuvo sus repercusiones en la descapitalización del campo, con 
esto lo que se provocó es el retiro gradual de la participación estatal en el 
sector, que contrasta con los apoyos y subsidios a la agricultura 
norteamericana de tal manera que se observa una clara desventaja para los 
productos agrícolas mexicanos. 

Contrario a lo que se enunciaba para justificar la apertura comercial , 
se observa cada vez con mayor claridad la dependencia alimentaria que 
esta ha provocado y como consecuencia, los agricultores mexicanos han 
tenido que pagar altos costos al respecto. 

Es a partir de 1982 en que se pone en marcha la reforma estructural y 
en 1988, con la llegada a la presidencia de Salinas de Gortari , se pone 
énfasis en el fortalecimiento del libre mercado. lo que se traduce en el 
adelgazamiento del Estado, que desemboca en la transferencia a la 
iniciativa privada tanto de empresas paraestatales como de ciertas 
funciones que desarrollaba el Estado. 

En este proceso de reforma estructural, la tierra no puede quedar 
exenta de ser desregulada y liberalizada, de ahí la explicación de la reforma 
al articulo 27 constitucional, que modifica substancialmente el régimen de 
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propiedad ejidal y elimina el obstáculo de la compra-venta de los predios 
ejidales que contenía el 27 antes de reformarse. 

En el ámbito sociopolítico se pretendió abrir brechas que hicieran 
posible la legitimidad de las acciones de gobierno, así como reducir los 
riesgos de eventuales estallamientos sociales que evitaran el logro de la paz 
social duradera en el medio rura1. De lo anterior se puede inferir que al 
privatizar al ejido, el campesino se volvería más individualista, lo cual sería 
terreno fértil , propicio para la dispersión y dificultad organizativa y por lo 
tanto se volvería más vulnerable este sector. 

En 1992, tanto el legislador como el gobierno, con la reforma al 
artículo 27 constitucional buscaban, por una parte terminar con los 
elementos que perturbaban la puesta en marcha del libre mercado 
caracterizado con el libre juego de la oferta y la demanda, esto es, en primer 
lugar, terminar con el usufructo y transformar todo el régimen ejidal en 
propiedad privada para poder, sin impedimentos legales ofrecer en el libre 
mercado la venta de la tierra. 

Para justificar la reforma del 27 constitucional, tanto legisladores 
(mayoría priísta) como gobierno, señalaron como argumentos de peso, las 
deficiencias productivas y sociales tanto del ejido como del minifundio. 

Para quienes fueron los promotores de la iniciativa para redefinir los 
derechos de los campesinos sobre la tierra, consideraron que el anterior 
sistema de propiedad ejidal y comunal desalentaba las actividades 
empresariales en los ejidos, mantenía a los campesinos ejidatarios en una 
situación de inseguridad e incertidumbre constante, por lo que según los 
impulsores de la reforma el nuevo sistema, terminaría con el estatus 
privilegiado que los campesinos mantenían ante el Estado y derivaría en un 
manejo eficiente de la tierra, la mano de obra, así como de los mercados de 
capitales en el campo rural. De igual manera se decía que el nuevo sistema 
acabaría con el poder de los caciques rurales que aprovechaban la 
vulnerabilidad política y económica que los campesinos hasta antes de la 
reforma sostenían. 
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2.- CARACTERlsTICAS DE LA REFORMA. 

La reforma al Artículo 27 Constitucional (Tél1ez,1993) efectuó cambios 
trascendentales en el régimen de propiedad ejidal y comunal , entre los que 
vale la pena repetirlos están, los siguientes: a).- Se suprimió el reparto 
agrario. b).- Se otorgó definitividad a los derechos de los ejidatarios. c) .- Se 
garantizó constitucionalmente, de forma efectiva la seguridad jurídica a la 
pequena propiedad rural. 

La posibilidad de privatizar las parcelas ejidales cuentan ya con 
estatuto constitucional , lo que s610 resta es, que se cubran los 
procedimientos que para tal fin establece la ley reglamentaria . De acuerdo a 
PROCEDE, aproximadamente el 50% de los ejidos han sido certificados a 
nivel nacional. 

La apertura de fronteras para la importación de productos 
agropecuarios constituyen las nuevas reglas del juego, que según los 
productores mexicanos, representan desventajas para ellos ya que 
compiten en este aspecto con productores que reciben subsidios 
significativos, además de usar tecnología de punta en la producción 
agropecuaria. 

En lO que respecta a la propuesta de la iniciativa de reforma, tiene 
como finalidad (se dice) el reconocimiento y protección de la Ley a la 
propiedad ejidal y comunal ; el impulso al desarrollo de la pequeña 
propiedad rural, para el fomento de la agricultura, ganadería, silvicultura y 
demás actividades económicas del medio rural ; se plantea la posibilidad de 
que ejidatarios y comuneros puedan asociarse entre si o con terceros y 
otorgar el uso de sus tierras si así lO desean; la protección a la integridad 
territorial de los pueblos indígenas; instauración de tribunales agrarios 
aul6nomos (Delgado-Hidalgo, 1994). 

La reforma lleva implicito la desaparición de organismos que en otros 
tiempos jugaron un papel preponderante en el reparto agrario, tales como la 
Secretaria de la Reforma Agraria, el Cuerpo Consultivo Agrario, las 
Comisiones Agrarias Mixtas, entre otros. 
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Con la finalidad de proporcionar de manera expedita y honesta la 
impartición de la justicia agraria, así como de darle vigencia al principia 
constitucional de separación de poderes, en esta reforma se plantea la 
creación de tribunales agrarios de jurisdicción federal dotados de autonomía 
y plena jurisdicción. 

Para el cumplimiento de la legislación agraria a nivel federal se 
expiden dos leyes (Diario Oficial de la Federación, 26 de febrero de 1992): 

1 ) .• Ley Agraria. Es la Ley que reglamenta al Artículo 27 constitucional en 
materia agraria. Esta Leyes un ordenamiento de observancia general en 
toda la república. Regula toda la cuestión agraria con excepción de los 
Tribunales Agrarios. La Ley Agraria es la ley general que comprende la 
regulación agraria a ejidos y comunidades, a sociedades agrarias, a los 
límites y las prevenciones legislativas de tipo orgánico sobre el registro 
agrario nacional y la Procuraduria Agraria y a los de tipo procesal del 
procedimiento agrario ante los tribunales agrarios así como las de desarrollo 
y fomento agropecuario. 

2).· Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios. Es el responsable de la 
interpretación procesal a través de circulares que son publicadas en el 
Diario Oficial de la Federación. 

La Ley Agraria contempla dos distintos grados de separación e 
independencia, al Registro Agrario Nacional y a la Procuraduría Agraria: 

El registro Agrario Nacional , es el órgano desconcentrado de la 
Secretaría de la Reforma Agraria, en donde: 

a).- Se inscriben los documentos en que se hace constar los actos 
agrarios y sus modificaciones que efectúen la propiedad de la tierra y a la 
personalidad de ejidos y comunidades. 

b).· Expide la documentación que marca la Ley para efectuar la 
finalidad de publicidad, de certificación y titulación. 

c) .- lleva una sección especial para las inscripciones correspondientes 
a la propiedad rural de sociedades. 

La Procuraduría tiene funciones de servicio social y está encargada 
de la defensa de los ejidatarios, comuneros, sucesores de ejidatarios y 



comuneros, ejidos, comunidades, pequeños propietarios, avecindados y 
jornaleros agrícolas, mediante la aplicación de las atribuciones que le 
confiere la Ley en cuestión y su reglamento correspondiente, cuando así se 
lo solicite o de oficio en los términos de esta Ley. 

Como ya lo hemos señalado, se observa en la implementación de la 
política pública agraria a través de sus instancias instrumentadoras. que no 
se procede en apego a lo que debería de ser una política pública, porque no 
es el público rural el partícipe a lo largo del proceso de la política agraria 
sino es el agente pasivo que recibe un servicio de gobierno. También se 
puede observar la ausencia de control en las acciones gubernamentales por 
parte del público rural . Tampoco hay una responsabilidad reciproca del 
correcto cumpl imiento de la ley y de la politica agraria. 

Por otra parte cabe señalar que para llevarse a cabo la titulación 
individual de las parcelas ejidales se siguen procedimientos establecidos en 
la ley. La Ley contempla que los certificados parcelarios deberán contener 
los datos básicos para la ubicación o identificación topográfica de la parcela 
además de que deben ser expedidos por la autoridad si se han cubierto los 
requisitos tales como: que la asamblea de ejidatarios haya aprobado y 
aceptado el cambio de régimen de propiedad contenido en la reforma del 
artículo 27 constitucional . 

Una vez que la asamblea de ejidatarios ha decidido acogerse a los 
cambios de tenencia de la tierra, el ejidatario puede enajenar sus derechos 
ejidales (ya sea por venta u otra operación) a otro ejidatario o a un 
avecindado. no así a un ajeno al ejido. La sesión de derechos sobre la 
parcela se deben realizar por medio de una constancia de la voluntad ante 
dos testigos de quien los enajena y de quién los adquiere y la notificación al 
Registro Agrario Nacional el cuál deberá expedir un nuevo certificado. El 
comisariado ejidal debe intervenir para que tomando nota del cambio de 
propietario para efectos internos del ejido. 

Por disposición constitucional y regulación legal, el ejidatario puede 
adoptar el dominio pleno sobre su parcela, esto significa que puede optar 
por la transformación de su tenencia ejidal por pequena propiedad y 
eventualmente enajenar a un tercero ajeno al ejido dichas tierras, siempre y 
cuando se sigan los lineamientos contenidos en la Ley de referencia. 

La Ley Agraria establece principios que posibilitan la persistencia de la 
integración del ejido contemplando aspectos sociológicos o económicos en 



cada uno de los ejidos: a).- la regularización sustancial de las parcelas, esto 
es que la mayoría de las parcelas hayan sido delimitadas y asignadas a los 
ejidatarios, es decir que quede clara la situación de la tenencia de la tierra 
b).- la resolución general del ejido. es decir la asamblea de ejidatarios 
decidirán si las tierras parceladas pueden ser o no convertidas al dominio 
pleno, esto no necesariamente debe cambiar la naturaleza de la propiedad 
ejidal c).- la decisión individual de cada ejidatario, una vez que la asamblea 
ha declarado legalmente que en sus tierras parceladas se adopte el dominio 
pleno, cada ejidatario en lo individual puede solicitar que su parcela sea 
dada de baja en el Registro Agrario Nacional; a continuación este debe de 
expedir el título de propiedad respectiva y se debe realizar la inscripción 
correspondiente en el Registro Público de la Propiedad de la localidad. 

la Ley agraria contempla la supresión del pago de impuestos o 
derechos federales · cuando se trata de la primera enajenación de 
determinada parcela. Ahora bien, el ejidatario que enajena su parcela no 
pierde su calidad como tal , excepción hecha cuando ya no tiene otra parcela 
y ha enajenado también sus derechos sobre las tierras de uso común. 

lo anterior posibilita en primer término la concentración legal de 
grandes extensiones de tierra y de manera gradual en el futuro, podrá llegar 
a tener el ejido las responsabilidades prediales que en la actualidad tienen 
la pequeña propiedad. Esto se puede dar de manera mas pronta una vez 
que han sido certificados y se han acogido a la titulación los solares en los 
ejidos. 

3.- EL SENTIDO DE LA REFORMA. 

El discurso oficial, según López M. Adriana, 1996, sostiene que la 
tenencia de la tierra Kya no es importante", que el México actual requiere de 
la modernización de la producción agropecuaria, como si bastara -una 
reforma a la ley - para convencer a todo el mundo de que "el derecho a la 
tierra es de quien la trabaja" quedó atrás, que el reparto agrario ya se 
terminó, y ya se cumplió y ahora se trata de hacer producir esas tierras, de 
ganar los "nuevos retos· en el mercado mundial. 
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Este discurso y las prácticas que conlleva, contravienen lo que había 
sido el fundamento y el punto mínimo a partir del cual los campesinos se 
identificaban entre sí y se diferenciaban de otros sectores de la sociedad. 
Significa una ruptura, un viraje rad ical ; antes el gobierno reconocía el 
derecho del campesino a la tierra, con la nueva reforma al 27 constitucional , 
ya no es posible por la vía de la dotación o ampliación ejidal, obtener un 
pedazo de tierra ,esto está cancelado. 

Las modificaciones actuales en la normatividad agraria, así como las 
anteriores tienen una repercusión gradual y silenciosa en los procesos 
estructurales que resulta difícil identificar de manera empírica y 
teóricamente de forma tangible e inmediata. Por lo anterior podemos decir 
que prevalece la incertidumbre en cuanto a los efectos colaterales que la 
desamortización de tierras tendrá con la modificación del articulo 27 
constitucional de 1992, ya que se debe de considerar los diversos factores 
de corte socioeconómico, político y cultural, 

Para Pérez Castañeda (1997), se han dado cuatro etapas en la 
transformación de la estructura agraria para materializar una nueva 
redistribución de la propiedad. 

La primera data desde la Conquista, que implicó la abolición del 
sistema precolombino de tenencia de la tierra y el desencadenamiento de 
un proceso de amortización tan lento, como propicio para la concentración 
de la misma. 

La segunda, dada con la Reforma toma una dirección contraria y 
devino en una desamortización que, encima de la denuncia de los bienes 
eclesiásticos y la usurpación de los pueblos, multiplicó el agiganta miento de 
los latifundios. 

La tercera aparece con la Revolución, esta se dirigió hacia la 
amortización de bienes rústicos, sustentada en un amplio reparto de tierras 
entre el campesinado pobre. 

La cuarta, inaugurada en 1992. origina un proceso de desamortización 
que conlleva también, a la redistribución de la propiedad y que parece se 
dirige hacia la acumulación, pero bajo nuevas formas legales de 
acaparamiento deja tierra. 
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En el fenómeno de amortización deben considerarse factores de 
índole diversa, fundamentalmente del sistema legal, contexto social y 
condiciones específicas del bien inmueble de que se trate. 

En esencia, se trata que en el mediano plazo se incorpore al mercado 
de tierras fundamentalmente el régimen ejidal que hasta antes de dicha 
reforma, de manera formal no permitía disponer de esas tierras para 
transacciones comerciales. De igual manera, se busca la privatización de la tierra de manera individual o bien como a través de sociedades mercantiles, eliminando de facto el patrimonio familiar y el disfrute en colectivo de las 
comunidades indígenas y ejidales. Con esta reforma los actores que 
intervinieron; legisladores y gobierno también pretendieron como elemento 
central generar empresas intensivas en capital e implantar una agricultura 
de gran escala que estuvieran en un rango de 500 a 8000 has., obviamente que esto implica cambios radicales en el uso del suelo. 

Con esta lógica, se propicia el acaparamiento de las mejores tierras 
para establecer una agricultura empresarial en la cual va implícita la 
mecanización y es de esperar que la mano de obra campesina se verá 
significativamente desplazada, lo que provocará desempleo y con ello la 
emigración se verá incrementada. 

Aparejado a lo anterior habrá cambios de tipo tangible e intangibles en 
la cu ltura de la población rural que tendrá repercusiones que por el 
momento no es posible medir, pero en posteriores investigaciones se 
pueden obtener resultados de dichos cambios. 

El sentido de esta reforma, podemos afirmar que es en gran medida 
de tipo económico y político, y que como consecuencia de esto, se despoja 
del sentido social que originalmente tenía el ejido. 

El sentido económico se observa al pretender con esta reforma sentar 
las bases jurídicas que posibiliten la liberalización y permitir la compra· 
venta de las tierras ejidales. 

En este mismo contexto económico, la mayoría de los campesinos se 
encuentran ante dos alternativas: debido a la marginación en el ámbito de la 
producción, los induce a privilegiar otras fuentes de subsistencia, como 
complemento a su economía y otra es la posibilidad real de perder sus 
tierras, sobre todo cuando son de buena calidad. 



Con la compra-venta de las tierras ejidales se pueden compactar 
grandes extensiones de tierra lo que hace posible la mecanización y el uso 
de paquetes tecnológicos, que llevan a la obtención de grandes 
rendimientos por unidad de superficie con el consecuente desplazamiento 
de buena parte de la mano de obra rural. 

Con lo anterior se cubre una parte mínima de las expectativas que se 
tuvieron al realizar la reforma en cuestión, pero al mismo tiempo van 
aparejados problemas de desintegración social, que de no existir la 
instrumentación de políticas sociales apropiadas más tarde o más temprano 
se vera el surgimiento de incorformidades a través de diferentes 
manifestaciones. 

Si bien es cierto que en el aspecto político las reformas al 27 
constitucional rompen con el corporativismo, viejo modelo organizativo, que 
le redituó buenos dividendos al sistema pol itico mexicano, también es cierto 
que las depel)dencias oficiales que en buena medida suplen a los agentes 
promotores del corporativismo, no cuentan con la capacidad para dar un 
servicio que elimine dichos vicios y se estén actualmente presentando 
tendencias hacia lo clientelar dejando de lado el paso al neocorporativismo. 

Por otra parte, hay que señalar que la organización autogestiva del 
campesino, al menos del municipio de Iguala, no tiene una presencia 
significativa, por lo que habría que estar a la expectativa para poder 
registrar posteriormente lo que acontece en este aspecto. 

El sentido o caracter político de la reforma esta en el hecho de que no 
fue considerado el campesino en sus necesidades prioritarias y se 
contemplaron solo los intereses de las élites políticas que buscaban -segun 
el1os- resolver el problema público que se había generado por la 
incertidumbre en la posesión de la tierra y la baja productividad agrícola. 

4.-CRITICA DE LA REFORMA. 

Si partimos de la consideración que hicieron los legisladores y el 
gobierno para efectuar la reforma en cuestión, acerca de una rentabilidad de 
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la actividad agraria e instaurar un nuevo tipo de relaciones de producción a 
través de la privatización del ejido. se considera que esta no podrá tener los 
efectos deseados en tanto no se implemente una nueva política económica 
para el agro mexicano. 

lO anterior se afirma por el hecho de que en lo general , la nueva 
legislación agraria de 1992 se considera que es anticampesina, debido a 
que da prioridad a la integración de los múltiples factores de la producción y 
posibilita un apoyo directo a la agricultura de escala. dirigida prioritariamente 
a la exportación, lo que se traduce en un abandono de gran proporción del 
derecho social , sustituyéndolo por el procesal y con ello el abandono mismo 
del contrato social agrario plasmado en la Constitución de 1917. 

Así mismo, se cancela el derecho histórico de los campesinos a la 
tierra, se deroga el principio de la función social de la misma, así como el 
derecho de propiedad, se propicia de igual manera con este cambio el 
principio autoritario que "signa el consentimiento del individuo como el único 
elemento eficaz que tiene el poder de disponer con entera libertad sobre el 
comportamiento individual y el destino de su patrimonio. Por tanto, la 
exaltación de la voluntad y libertad individual, por sobre todas las cosas, 
constituye la base en la que descansará en los años venideros el desarrollo 
de la comunidad y el futuro de la nación" (Pérez:1992:86-87). 

Uno de los argumentos esgrimidos para efectuar la reforma al articulo 
27 constitucional fue el hecho de que en nuestro país ya no existían las 
grandes extensiones de tierra que fueran susceptibles de ser repartidas a 
los campesinos por la via que estipulaba la reforma agraria, sin embargo 
•... es fácil prever que las consecuencias de la reforma al Articulo 27 
constitucional son negativas para los ejidos y comunidades. Por una parte 
es falsa la afirmación de que ya no hay tierra que repartir. Conocemos 
casos de latifundios, disimulados con presta nombres. hay acumulación de 
cientos de hectáreas en manos de políticos, gobernantes, exfuncionarios 
públicos y empresarios" (Comunidades Indígenas de Michoacan:1992:216). 

Reforzando las aseveraciones anteriores, para varias organizaciones 
campesinas, sí había tierras que repartir. Muestra de esto es el rezago 
agrario. con 32 mil expedientes aún pendientes (lbarra:1992), lo que 
comparativamente muestra un número mayor a los ejidos y comunidades 
existentes en nuestro país. Estos expedientes tendrán que ser resueltos en 
los términos de la legislación anterior. 
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Al decretarse la terminación del reparto agrario, con la reforma al 27 
constitucional es esperable que puedan formarse nuevos latifundios, ya que 
es "observable la falta de sólidos contenidos en la Ley Agraria, que revelan 
a su vez la ausencia de voluntad política, para prevenir y sancionar los 
excesos en las superficies de tierra legalmente permitidos" (lbarra:1992:39). 

Se considera también que las reformas, "tienden a fortalecer, 
consolidar y garantizar a la gran propiedad privada, al latifundio existente, a 
la producción capitalista de la misma, a la concentración de la tierra en unas 
cuantas familias de financieros y especuladores: comerciantes, industriales, 
banqueros, exfuncionarios y políticos del PRI y del PAN. que poseen 
grandes extensiones de las mejores tierras agricolas, ganaderas y 
forestales" (MONARCA:1992:207-20B). 

Por otra parte, parece ser que para los empresarios mexicanos y 
extranjeros, estos procesos masivos de compra o renta de parcelas 
ejidales, no les resulta muy atractivo, debido a la escasa rentabilidad de la 
producción agrícola y a la recesión general que afecta la economía. Sin 
embargo. en breve la concentración de tierras en manos de unos pocos, se 
dará en una mayor proporción en aquellas regiones que cuenten con 
infraestructura hidráulica y con una alta fertilidad, así como con una 
infraestructura carretera, esto es, se afectará sólo a una porción del territorio 
y de la población rural , aún cuando no se descarta la posibilidad de que en 
este proceso gradual también las parcelas cambien de manos. 

Se considera que la tierra que hasta antes de la reforma estaba 
jurídicamente reservada al ámbito de los asuntos agrarios, con la reforma 
puede ser objeto de la reglamentación civil y mercantil. De igual manera el 
control de los procesos productivos al interior de los núcleos agrarios puede 
pasar por la misma reglamentación. Los ejidatarios en lo particular, o el 
ejido en su conjunto, según las disposiciones que para el efecto se dictan en 
la Ley Agraria, ahora están facultados para efectuar todo tipo de 
transacciones con las tierras del núcleo, esto de ponerse en práctica con 
toda seguridad traerá, una mayor diferenciación social al interior de los 
ejidos y comunidades con el consecuente fortalecimiento de los cacicazgos 
locales. 

Si bien podemos hablar de que los empresarios en su mayoria no 
parecen estar entusiasmados con la compra masiva de tierras, se puede 
prever que otro problema puede surgir y se puede presentar con los 
prestamistas, los comerciantes o las autoridades locales, que propician y 



facilitan el cambio de manos de la parcela ej idal, comprándolas ° 
tomándolas como garantía de lOS préstamos que proporcionan. Aún cuando 
esta práctica es vieja, hoy pueden hacerlo amparados en la legalidad que 
les otorga la nueva ley y que en un momento determinado en que el 
campesino tenga la necesidad urgente de contar con dinero en efectivo, 
aprovechen esta situación de pobreza. 

Las disposiciones en la nueva legislación propician la erosión de las 
bases socioculturales del ejido y la comunidad. Se considera que con esto 
los campesinos ganan libertad, por el hecho de que teóricamente se elimina 
la estructura corporativa. Sin embargo debe destacarse que a través de 
otros mecanismos se propicia la vigencia del corporativismo. Por otra parte, 
la tendencia política parece apuntar al fortalecimiento de los caciques 
locales. 

Uno de los objetivos que se perseguía con esta reforma , era el de 
crear las condiciones apropiadas en el marco jurídico, para que el capital 
pudiera recobrar la confianza y volcar su inversión en el medio rural. Sin 
embargo, se puede sena lar que este propósito se ha cumplido parcialmente 
y que por lo tanto se habla de que existe un fracaso evidente de la nueva 
legislación, ya que no han llegado las inversiones en las cantidades 
esperadas al campo mexicano, que vendrían a dar la reactivación en buena 
medida a la economía del país, y por otra parte, los campesinos siguen 
pensando y actuando en los términos contenidos en la ley anterior. 

La justificación que se ha presentado por el gobierno, es bajo los 
planteamientos de hacer posible la asociación entre los poseedores de la 
tierra y empresarios, lo que permitirá potenciar y acrecentar el uso del suelo 
para la obtención de mayores rendimientos por unidad de superficie. Sin 
embargo, en la práctica, la nueva ley se orienta a beneficiar a los sectores 
que mayores recursos económicos e influencias poseen. 

Uno de los aspectos centrales de la nueva legislación, es el hecho de 
que se posibilita la asociación de los propietariOS de tierras con el gran 
capital, con ello se modifica un elemento esencial de la legislación anterior, 
en donde se prohibla la propiedad de predios agropecuarios agrupados en 
sociedades por acciones. Al cancelarse esta restricción, se da paso a la 
intervención del gran capital , propiciando que las transnacionales puedan 
ser propietarias de tierras e integren nuevos latifundios por acciones. 

A pesar de los objetivos de los cambios a la legislación, a la fecha 
parece que el proceso ha sido mucho más limitado de lo que sus 
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promotores esperaban y se ha circunscrito a ciertas regiones con 
condiciones muy favorables para la agricultura empresarial , es evidente que 
el capital tiene interés o se interesa sólo por las mejores tierras y no por 
aquellas que no resultan atractivas para una explotación redituable. 

Aunado a lo anterior, se debe hacer resaltar la resistencia que 
presenta el campesino a los cambios propuestos cuando no percibe con 
claridad ni tiene la certeza de que en un futuro inmediato, puede obtener 
mejores condiciones de vida con los ~ beneficios ~ que se declaran con la 
puesta en marchas de dicha reforma. 

A corto plazo podemos anticipar que los efectos esperados por los 
legisladores y el gobierno no se efectuarán tal como estaba previsto, sin 
embargo y en virtud de que una parte importante del sector campesino ha 
estado corporativizado por el sistema politico prevaleciente, es esperable 
que de manera gradual las decisiones buropolíticas tomadas para el agro se 
vayan implementando, no descartando que como consecuencia de dicha 
implementación se lesione el bienestar público, rural presente y futuro. 

Con la reforma al artículo 27 constitucional se considera que no se 
aborda la esencia del problema existente en el campo, esto es, que con la 
privatización del ejtdo y la supresión del reparto agrano. no necesariamente 
se incrementa la productividad ni se corrigen las deficiencias sociales 
provocadas por la baja productividad agricola prevalecientes en el campo 
mexicano. 
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CAPITULO 111 

EL PROCESO DE IMPLEMENTACION DE LA REFORMA: 1992·1998. 

Durante el período arriba señalado y en relación a la implementación 
de la reforma, podemos señalar que la aplicación de dicha Ley no ha sido 
de plena aceptación por considerar los campesinos que no fueron 
consultados ni tomados en cuenta para las modificaciones de dicho 
articulado. 

Por otra parte consideran los ejidatarios, que aún existen grandes 
extensiones de tierras (latifundios) que repartir y por lo tanto no debió 
haberse suprimido el reparto agrario. De igual manera en una parte 
considerable de los ejidos objetan la aplicación de dicha reforma, por 
considerar que lo referente a la escrituración individual parcelaria, no 
necesariamente es la mejor opción para resolver los problemas de tipo 
económico, sociales y mucho menos los políticos, ya que los años que lleva 
implementándose esta reforma nos indica que los problemas de esta ¡ndole 
aún persisten y en muchos de los casos, estos se han agravado en el 
campo mexicano. 

Es importante señalar que la instrumentación de la reforma en 
cuestión se ha puesto en marcha a través de distintos mecanismos que van 
desde la argumentación en el sentido de que las bondades de dicha reforma 
lograrán sacar de la situación de marginación y pobreza en que viven los 
campesinos, hasta el desarrollo de presiones de los organismos e 
instituciones responsables de su aplicación, lo que no significa que sea 
aceptada a plenitud. 

Según la Procuraduría Agraria , en enero de 1997 de los 
aproximadamente 27 .000 ejidos existentes en el país, solo habían sido 
certificados el 47.8%. 

Para tener una idea de lo que representan los datos anteriores se 
hace necesario considerar, por otra parte que el estado de Gl,Jerrero cuenta, 



segün el Registro Agrario Nacional (RAN) con 1,211 nücleos agrarios, de 
los cuales 169 son comunidades de derecho, lo que representa el 13.96% 
de comunidades con respecto al tota l de nücleos agrarios. 

y segün el Catálogo Interinstitucional de Núcleos Agrarios, del total de 
municipios con que cuenta el estado de Guerrero, en 51 de ellos existe 
propiedad comunal y solamente en 6 municipios se cuenta con 100% de 
comunidades. Siguiendo la fuente anterior el estado de Guerrero cuenta con 
una superficie comunal de 1.621,911 has. y cuenta con 24,541 comuneros. 

Guerrero es uno de los estados en que se encuentra, de acuerdo a la 
distribución de la superficie parcelada, una alta fragmentación. Se habla de 
que existen en nuestro estado ciertos contrastes, esto es, que en ciertos 
municipios la fragmentación es baja y en otros es excesivamente alta. 

Para el caso del ejido de Iguala, encontramos que la concentración de 
sUjetos es mediana, de acuerdo al avance que reporta PROCEDE en este 
municipio es de 51 .6% comprendiendo una superficie de 904 has. y una 
parcelación de 49.0%. comprendiendo un total de 115 sujetos, de los cuales 
61 .0% son ejidatarios y 34.5% avecindados. En lo que respecta a sexo 
78.8% son hombres y 21 .2% mujeres. en cuanto a edad promedio se 
reporta lo siguiente: hombres 48.5 y mujeres 53.0 años. 

El ejido de Iguala se caracteriza porque un alto porcentaje de su 
población, se concentra principalmente en zona urbana. Esta característica 
inherente a la vida y actividad urbana, absorbe una parte importante de la 
población económicamente activa (PEA) rural . 

1.- DESCRIPCiÓN DEL NUEVO ENTRAMADO GUBERNAMENTAL 
PARA IMPLEMENTAR LA REFORMA. 

Con la finalidad de Implementar correctamente la reforma , el Estado 
mexicano crea un marco legal agrario que le posib ilita en cierta medida 
alcanzar los objetivos planteados en este terreno. Dicho marco, según la 
Procuraduría Agraria (PA) contempla doce documentos: 1.· Artículo 27 
constitucional, 2.· Ley Agraria , 3.· Reglamento de la Ley Agraria, en materia 
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de certificación de derechos ejidales y titulación de solares, 4.- Reglamento 
de la Ley Agraria en materia de ordenamiento de la propiedad rural , 5.- Ley 
General de Asentamientos Humanos, 6.- Normas técnicas para la 
delimitación de las tierras al interior del ejido, 7. - Ley Orgánica de los 
Tribunales Agrarios, 8.- Reglamento Interior de los Tribunales Agrarios, 9.­
Reglamento Interior de la Secretaria de la Reforma Agraria, 10.­
Reglamento Interior de la Procuraduría Agraria, 11 .- Reglamento Interior del 
Registro Agrario Nacional y 12.- Reglamento Interior de la Comisión para la 
Regularización de la Tenencia de la Tierra. 

Este entramado viene a formar parte de los instrumentos básicos que 
sirven para el asesoramiento y defensa jurídica de los núcleos agrarios así 
como de sus miembros. Se afirma en esos documentos que el actual 
articulo 27 constitucional es una respuesta a las preocupaciones que tanto 
los campesinos como el gobierno, tienen para transformar la realidad del 
campo mexicano. Se busca con esto, disminuir el grado extremo de pobreza 
que en buena parte del agro mexicano existe, esto va acompañado de una 
mayor justicia y libertad. Se le reconoce a los campesinos como sujetos 
directos del cambio y se busca que tenga seguridad plena de sus acciones 

La Ley Agraria contempla el respeto irrestricto a la libre voluntad de los 
ejidataflos y comuneros, de igual manera, plasma los requisitos que deben 
cumplir para adoptar las decisiones convenientes para que puedan de mejor 
forma aprovechar sus recursos. 

A nivel macro, la dependencia responsable de finiquitar, solamente el 
rezago agrario es la que durante mucho tiempo fue el eje principal en que 
se apoyaron los distintos regímenes para aplicar el reparto agrario, nos 
referimos a la Secretaría de la Reforma Agraria (SRA), la cual con la puesta 
en marcha de la nueva legislación se vuelve obsoleta y por tanto, esta 
Secretaría está condenada a su extinción. 

Para poder implementar la reforma y las políticas específicas en 
materia agraria, se ha creado la Procuraduría Agraria (PA) cuya función 
fundamental es la instrumentación del Programa de Certificación de 
Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos (PROCEDE), y la 
instancia para atender los conflictos agrarios que se llegaran a presentar 
como consecuencia de la aplicación de dicha reforma es el Tribunal Agrario 
(TA). 

Es pertinente señalar que la existencia del PROCEDE se ha 
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fundamentado en proporcionar certidumbre jurídica en la tenencia de la 
tierra ejidal, mediante la entrega de los certificados parcelarios y/o los 
certificados de derechos sobre tierra de uso común, o ambos. De igual 
manera a través del PROCEDE se entregan los títulos de los solares en 
favor de cada uno de los individuos con derechos que integran los ejidos del 
país que así lo soliciten. 

El PROCEDE se aplica en todos los ejidos en que por acuerdo de 
asamblea lo solicitan, es decir este programa requiere de la mayoría de los 
ejidatarios que integran el núcleo ejidal, además de que se debe acudir o 
presentarse esta querella en cualquier oficina de la Procuraduría Agraria. 
Dentro del PROCEDE le corresponde a la Procuraduría apoyar, asesorar y orientar a los ejidatarios sobre las diferentes actividades referidas al 
programa. 

En realidad lo que ha prevalecido es la presión sobre lOS ejidatarios 
para imponer el PROCEDE (Concheiro y Diego). Con esta transgresión el 
carácter público de este programa se pierde, trocándose en su contrario. 
abriendo la puerta al despliegue del autoritarismo. 

El aparato buropolitico responsable de la implementación de la 
reforma al Artículo 27 Constitucional y en particular en la certificación de 
derechos agrarios lo componen varias dependencias y entidades pÚblicas: la Procuraduría Agraria (PA), el Registro Agrario Nacional (RAN) y el 
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI). Además de lo señalado, en la coordinación, normatividad y operación del programa 
colaboran la Secretaria de la Reforma Agraria (SRA), la Secretaría de 
Agricultura, y Recursos Hidráulicos (SARH) y la Secretaría de Desarrollo 
Social (SEDESOl). 

Con la intervención de diferentes dependencia e instancias, se busca 
eficientar las disposiciones contempladas en la nueva legislación agraria de 
tal forma que los procedimientos se arrojen los resultados deseados por el 
gobierno mexicano, 10 cual no significa que dichos resultados sean los 
mejores para la población rural. 

Hasla ahora se carece de una información fidedigna que de cuenta de 
las repercusiones socioeconómicas y sociopolíticas derivadas de la 
aplicación de esta reforma. En la actualidad se cuenta con una información que proporciona la Procuraduría Agraria en su revista Estudios Agrarios No. 
8, de julio-septiembre 1997, de la cual se puede obtener una visión a nivel 
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macro de los avances que ha tenido el PRODCEDE, es decir de los 27,000 
ejidos existentes en nuestro pais, en poco menos del 50% podemos hablar 
con mayor detalle de lo que ha sucedido sobre el tema que nos ocupa y de 
manera particular en lo que a certificación se refiere. 

Las informaciones emitidas por los estudios del reparto agrario en gran 
medida son pardales y normalmente se enfocan desde dos posiciones: 

1) La que podríamos señalar como oficia lista que señala que dichas 
reformas han tenido una aceptación total entre el campesinado y que los 
ejidatarios por fin pasan a ser -mayores de edad H y que por tal razón su 
responsabilidad una vez teniendo la plena posición de sus parcelas 
encontraran la solución a problemas ancestrales en el terreno económico y 
politico organizativo. 

2) Otra visión es aquella que plantea que la reforma al 27 
constitucional es un retroceso y que las repercusiones de dicha reforma son 
hasta el momento intangibles y que no habrá un avance significativo ni en 
su implementación ni en la solución a las demandas campesinas en materia 
agraria. 

En virtud de que no se han cubierto en 100% las pretensiones y 
objetivos esperados con la reforma al 27 constitucional y de que no se 
cuenta con la información documental completa para medir 
apropiadamente el impacto que dicha reforma ha tenido en el medio rural , 
se vuelve una necesidad el que se profundice en la investigación de este 
tema de suma importancia para que con objetividad se pueda detectar el 
problema y se diseñen las políticas públicas apropiadas, que corrijan las 
fallas sistémicas y de esa manera dar saltos cualitativos que permitan 
disminuir los niveles de pobreza que existen en el agro mexicano y al mismo 
tiempo se alcance una mayor justicia y libertad anhelados por la población 
rural. 

El presente trabajo pretende contribuir de manera modesta en el 
aporte de información tendiente a integrar con mayor certeza el banco de 
datos que nos permita realizar análisis con mayor profundidad que nos lleve 
a las conclusiones correctas. 
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2.- CRITICA DE LAS POLÍTICAS GUBERNAMENTALES DIRIGIDAS A 
IMPLEMENTAR LA REFORMA. 

El sistema buropolítíco encargado de la implementación de la reforma 
en cuestión ha diseñado ciertas políticas tendientes a estimular o propiciar 
condiciones favorables para vencer la resistencia del ejidatario a la puesta 
en práctica de la privatización del ejido. Para ello ha diseñado programas 
"atractivos· que permiten coyunturalmente aceptar entrar al régimen de la 
privatización, tales programas que van desde el ofrecimiento de créditos 
blandos, apoyos en especie, estimulos económicos (PROCAMPO), 
etcétera. Sin embargo y a pesar de la ofensiva propagandislica sobre lo 
anterior, una parte importante de los ejidos en la asamblea general han 
rechazado el cambio de régimen de propiedad. 

Cabe mencionar que el aparato buropolitico responsable de la 
certificación parcelaria (PROCEDE), ha tenido mayor penetración en los 
ejidos que cuentan con infraestructura de regadío y tierras fértiles, con una 
topografía plana, esto tiene una relación directa con las pretensiones 
expuestas por los legisladores y el gobierno de poder constituir sociedades 
agrícolas mercantiles y llegar a establecer la agricultura de escala. Esto 
puede tener incidencia en la conformación de neolatifundios debido a que 
jurídicamente. con la reforma está permítida la comercialización y por ende 
el acaparamiento de las tierras. 

Con base en lO anterior podemos percibir que tanto en la reforma 
como en las políticas derivadas de ella existen fallas que lejos de mejorar 
las condiciones del campo mexicano las agudizaran, esto es, debido a que 
la reforma establece un marco jurídico propicio tal, que posibilita la 
implementación de políticas que acentuarán los males públicos sociales en 
el medio rural fundamentalmente, ya que desestimulará la producción 
agrícola, se acelerará la desintegración familiar, se incrementara la 
emigración y se propiciara la sobreexplotación de los recursos naturales que 
desembocara en daños impredecibles. 

La polarización y el desarrollo desigual que se presenta en el campo 
mexicano, son algunos de los procesos, que deben ser considerados al 
instrumentar la reforma de referencia si se desea que el mercado de tierras 



juegue un papel real en la reactivación de la economía mexicana, esto debido a que el campesino se mueve bajo una racionalidad que los 
economistas podrían llamar fallas del mercado en términos económicos 

Para el campesino la transacción de la tierra implica entre otras cosas un mecanismo de reproducción y regulación, así como el contexto y 
universo en que se desarrollan sus relaciones sociales, íntimas y privadas y al mismo tiempo es el espacio en el que en cierta medida, se manifiesta su 
identidad asi como sus contradicciones. Todos estos aspectos se han obviado por sus diseñadores, impulsores e implementadores de la reforma señalada. 

Podemos afirmar que en el diseño de esta reforma y de manera más 
acentuada durante su implementación, ha prevalecido el criterio economicista ya que antes de las reformas se pensó que el ejido no pOdria funcionar de manera eficiente en términos de producción y productividad si 
permanecfan intactas las reglas y normas jurídicas hasta ese momento existentes, por lo que se decidió dejar de lado los principios y la lógica campesina (arriba señalados) para dar paso a principios y criterios solamente económicos. En otras palabras la lógica de mercado fue determinante 
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CAPITULO IV 

EL IMPACTO DE LA REFORMA EN EL MUNICIPIO DE IGUALA, 
GUERRERO. 

1. AREA DE ESTUDIO 

El area en donde se efectuó la investigación, comprende el Municipio 
de Iguala, Gro. Se encuentra al Norte de Chilpancingo (capital del estado) 
ubicado entre los paralelos 18° 21 ' de latitud Norte y entre los 99° 32' Y 99° 
42' de longitud Oeste, respecto al meridiano de Greewich. 

El municipio de referencia, limita con los siguientes municipios del 
Estado de Guerrero: 

Norte; Taxco de Alareón. 
Noreste; Buenavista de Cuellar. 
Noroeste; Taxco de Alarcón. 
Este; Tepecoacuilco de Trujano. 
Sur; Tepecoacuilco de Trujano. 
Sureste; Tepecoacuilco de Trujano. 
Suroeste; Cocula. 
Oeste: Teloloapan. 

De acuerdo al XI Censo General de Población y Vivienda 1990 y 
Conteo de Población y Vivienda 1995 (INEGI), el Municipio de Iguala 
contaba con 116.616 habitantes, representando el 4% de la población total 
del estado de Guerrero y una taza de crecimiento promedio anual de 2.56%. 

Este municipio cuenta con una superficie de 567.1 Km2 que equivalen 
a 56,710 Has. y representa el 0.89% del territorio del estado. Lo integran 16 
ejidos y comunidades. con una superficie de 24.308.990 Has. y 2,224 
ejidatarios. En cuanto a la pequeña propiedad, esta cuenta con 3,598 Has., 
pertenecientes a 617 propietarios. 
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Atendiendo al uso del suelo, del total de la superficie municipal, 
tenemos la siguiente distribución: agricultura de temporal 25.26%, 
agricultura de riego 10.88%, pastizal inducido 21 .59%, bosque de encino 
1.18%, selva baja caducifolia 35.67%, vegetación de palmar 1.76%, tular 
0.15% , otros 3 .. 51% (fuente INEGI 1997) 

De las 92,190 Has. que registra como censada la Secretaría de la 
Reforma Agraria (S.R.A.) , el 55% corresponde al régimen ejidal y 45% a la 
pequeña propiedad 

Los principales cultivos que se siembran en el área de estudio son: 
maíz, frijol , ajonjolí, okra, estropajo, melón, sandía, jitomate, sorgo y 
cacahuate. 

Atendiendo a la topografia, encontramos que en el muniCipiO se 
localizan zonas accidentadas, cubriendo aproximadamente el 50% de la 
superfiCie, las zonas semi planas cubren el 30% y las zonas planas sólo 
cubren el 20%. 

Este municipio tiene 24 comunidades de las cuales. 3 son urbanas y 
21 son rurales. Atendiendo a la información proporcionada en el cuaderno 
estadístico municipal Iguala de la Independencia, 1997, la población 
económicamente activa (PEA) en el Municipio de Iguala es de 68,694 de lo 
cuales 31,948 son hombres y 36,746 mujeres, en cuanto al número de 
ocupados tenemos 27,650 y de estos 19,648 son hombres y 8,002 mujeres, 
siguiendo esta información se tiene que los desocupados son 822 y de 
estos 666 son hombres y 156 mujeres. En cuanto a la población 
económicamente inactiva (PEI) nos reporta un total de 39,624 de este total 
11,339 son hombres y 28,285 mujeres. En el rubro no especificado nos 
reportan 598 de los cuales 295 son hombres y 303 mujeres. 
Aproximadamente el 39.5% se emplea en la agricultura, el 25% no tiene 
suficientemente especificadas sus actividades, el 12.9% se dedica a los 
servicios comunales, el 7.7% a la industria manufacturera, el 7% al 
comercio y el 3.2% a la industria de la construcción. 

Se presentan movimientos migratorios temporales y permanentes, al 
interior y al exterior del país. En la década de 1970-1980, este rubro 
representó el 9.4% de la población, siendo los polos de atracción para los 
emigrantes, los estados de la república: Maretas, México, D.F. y el 
extranjero: E.U.A. 
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En cuanto a la situación agraria, concretamente lo referente a las 
actividades que está desarrollando la Procuraduría Agraria y el Registro 
Agrario Nacional en el Municipio de Iguala a través del Programa de 
Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares (PROCEDE), se 
encuentran en la etapa de delimitación de linderos y escrituración en los 
Ejidos que aceptan incorporarse a dicho Programa. Hasta ahora se han 
cubierto la totalidad de los ejidos que constituyen el municipio de Iguala, de 
los cuales han aceptado su incorporación al programa de certificación 
parcelaria cubriendo todos los procedimientos incluida el acta notarial, 10 
ejidos los cuales son: el Tomatal con 116 sujetos beneficiados y un total de 
certificación titulada de 880 has., El Naranjo con 244 sujetos beneficiados y 
1,621 certificados de titulación, Joya de Pantla 85 sujetos beneficiados y 
485 certificados de titulación, Platanillo 325 sujetos beneficiados y 602 
certificados de titulación, Metlapa 189 sujetos beneficiados y 1,480 
certificados de titulación, Tepochica 126 sujetos beneficiados y 763 
certificados de titulación, Tuxpan 660 sujetos beneficiados y 1,217 
certificados de titulación, Pantla del zapotal 703 sujetos beneficiados y 1,449 
certificados de titulación, Tonalapa del Norte 205 sujetos beneficiados y 253 
certificados de titulación y Ceja Blanca 77 sujetos beneficiados y 700 
certificados de titulación. De los 10 ejidos que entraron a procede tenemos 
a 2,150 sujetos beneficiados y un total de 9,451 certificados de titulación, 
estando pendientes de entrar a este programa por causas diversas, el ejido 
de Olea, Sta. Teresa e Iguala y en la etapa final de la certificación está 
Coacoyula y Zacacoyuca. 

Existen problemas derivados de la aplicación incorrecta del programa 
PROCAMPO, esto se debe fundamentalmente a que no están recibiendo 
la totalidad de los ejidatarios los beneficios que se han anunciado en dicho 
programa. Aunado a esto, el uso clientelar dado por algunas instancias de 
gobierno en tiempos electorales, que distorsionan los fines para los que fue 
creado. Con la agravante de que no todos los ejidatarios tuvieron acceso a 
la información de manera oportuna para poder inscribirse y poder obtener 
dicho beneficio. 

La ausencia de políticas apropiadas para la instrumentación de los 
programas, es un factor que limita el uso de los mecanismos eficaces, que 
faciliten la comunicación entre la dependencia responsable del programa y 
los destinatarios de tal forma que el derecho que le da como productor no 
sea condicionado y se refleje en el ejercicio de los beneficios del programa 
en tiempo. 
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2.- SITUACION DE LOS EJIDOS DESPUES DE LA REFORMA. 

De acuerdo al Anuario Estadístico del Estado de Guerrero (1997), el 
Municipio de Iguala en 1995, tenia una población de 116.616 habitantes. 
que representaba el 4% de la población total del estado. Del total de la 
población del municipio el 10.58% es rural y el 89.42% urbana. Por 
comunidades, el número de habitantes fue : Coacoyula de Alvarez 3,11 0; 
Santa Teresa 2,898; Joya de Pantla 476; Pantla del Zapotal 392; Ceja 
Blanca 456; Zacacoyuca t,421 ; Metlapa 1,521; Colonia Alvaro Obregón 
361 ; Ahuehuepan 567; El Naranjo 875; Platanillo 526; Tonalapita del Norte 
333; Tuxpan 1,815; Tepochica 654; Iguala 98,276; Rancho del Cura 607 . 

De acuerdo con el VII Censo Ejidal realizado en 1991 por el Instituto 
Nacional de Estadística Geografía e Informática (INEGI), nuestro Estado de 
Guerrero cuenta con 1,223 ejidos y comunidades agrarias que en total nos 
arroja una superficie de 4,567 ,207.460 has. De las cuales 1,699 ,263.400 
has. están parceladas y 2,867,944.060 has. están sin parcelarse. Para el 
municipio de Iguala de la Independencia se tienen 16 ejidos y comunidades 
agrarias que cubren una superficie de 24 ,308.990 has. y de estas 10,266.00 
has. están parceladas y por otra parte sin parcelar existe una superficie de 
14,042.990 has., éste municipio cuenta con 2,224 ejidatarios de los cuales 
2,002 cuentan con parcela individual. 

Para 1997, de acuerdo al Cuaderno Estadistico Municipal, el uso 
potencial de la tierra se distribuía en uso Agrícola y uso Pecuario. Como se 
puede apreciar en el mapa (ver página 80). 

En el uso agricola se tiene la siguiente distribución: el 17.91% de la 
superficie municipal, es mecanizada continua (Al), el 10.21% de tracción 
animal continua (A2.2), el 4.84% de tracción animal estacional(A3), el 
0.60% manual estacional (AS) y el 66.44% no aptas para la agricultura (A6). 

En el uso pecuario encontramos la siguiente distribución: 27.60% de la 
superficie municipal para el desarrollo de praderas cultivadas (Pl), el 1.06% 
para el aprovechamiento de la vegetación del pastizal (P2), 18.06% para el 
aprovechamiento de la vegetación natural diferente del pastizal (P3), 
44.55% para el aprovechamiento de la vegetación natural únicamente por el 
ganado caprino (P4) y 8.73% no aptas para uso pecuario (P5). 
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De los 16 ejidos que componen este municipio. encontramos que la 
actividad principal es la agrícola, en 13 de ellos se usa semilla mejorada, en 
3 encontramos arboles injertados y con respecto a los fertilizantes tenemos que en 15 de los 16 usan ferti lizantes químicos y en 7 usan fertilizantes 
orgánicos, siguiendo la información y de acuerdo al censo de referencia, se 
observa que en 13 de los ejidos se usan pesticidas. 

En cuanto a la tecnología empleada, se observa que en 6 ejidos se 
recurre a servicios de asistencia técnica gratuita y en 5 a asistencia técnica 
pagada. En cuanto a la fuerza empleada para las labores agrícolas en 8 ejidos hacen uso del tractor y en 16 usan animales de trabajo, en 14 de los 
16 se usa desgranadora y en uno existe seleccionadora. 

Refiriéndonos al destino que tiene la producción obtenida en este 
municipio, encontramos que el autoconsumo en su totalidad. solamente se 
efectúa en un solo ejido, esto es que el 100% de la producción se destina para satisfacer las necesidades propias de los habitantes de ese ejido sin 
enviar excedentes agrícolas al mercado. Por otra parte encontramos que en 
14 ejidos la producción agrícola se destina a la venta local o nacional y solamente un ejido lo destina a exportación. 

En relación a la utilización del crédito o seguro agrícola se encontró 
que en los 16 ejidos que conforman este municipio, en ningún de ellos se 
utilizó crédito o seguro. 

En cuanto a la maquinaria agrícola en este municipio se tuvieron los 
siguientes datos: existen 56 tractores distribuidos en 11 ejidos, por lo que se deduce de esto, que 5 ejidos no cuentan con tractores. 

En lo referente a las asociaciones u organizaciones agrarias externas 
encontramos que existen "unión de ejidos· en 11 de los 16 ejidos, una unión 
de ejido en cada uno. En lo referente a la organización interna de los 
ejidatarios, en este municipio encontramos en dos ejidos grupos de producción agropecuaria. 
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3. RELACION ENTRE LOS ACTORES RURALES 

En la organización de los ejidos así como de los ejidatarios, mucho 
tiene que ver, la forma en que estos últimos adquirieron sus parcelas. En el 
área de estudio encontramos cierta similitud en lo que respecta a la vía por 
la cual el ejidatario obtuvo la tierra y la forma en que este se organiza para 
su mejor aprovechamiento. 

En virtud de que tiene influencia el tiempo y la forma de la creación del 
ejido y por la importancia que esto tiene en el caso que nos ocupa, 
señalaremos que el inicio de la dotación de tierras a los núcleos de 

población del municipio de Iguala, fue ell a de enero de 1919, con la 
dotación al poblado de Zacacoyuca, Gro. Posteriormente se siguen creando 
por medio de dotaciones otros ejidos, entre tos que se encuentran los 
siguientes: el 30 de septiembre de 1921 se crea el Ejido El Tomatal; el 19 
de octubre de 1922 el Ejido El Naranjo; el 5 de julio de 1923 el Ejido Santa 
Teresa; el 25 de octubre de 1923 el Ejido de Metlapa; el 29 de Noviembre 
de 1923 el Ejido de Ceja Blanca; el 24 de diciembre de 1923 el Ejido de 
Iguala y en esta misma fecha el Ejido de Joya de Pantla; el 20 de febrero de 
1924 el Ejido de El Platanillo y en esta misma fecha el Ejido de Tonalapa 
del Norte; el 23 de octubre de 1924 el Ejido de Tepochica; el 4 de abril de 
1929 el Ejido de Tuxpan; y el 26 de febrero de 1924 el Ejido de Pantla del 
Zapolal . 

Cabe destacar que inicialmente fueron dotaciones de tierras las que 
dieron paso a la formación de ejidos, aunque con posterioridad se fueron 
otorgando mas terrenos a algunos ejidos a través de -ampliaciones· y 
"restituciones". Actualmente el municipio de Iguala cuenta con una 
superficie ejidal de 24,308.990 Has. 

Tomando como referencia los datos que se obtuvieron mediante la 
encuesta aplicada en el desarrollo de la investigación, podemos decir que 
existen diferentes relaciones entre los ejidatarios y otras instancias internas 
y externas al ejido o comunidad. Lo anterior nos permite efectuar una 
clasificación o tipificación de los ejidos atendiendo al tipo de relación que 
guardan: 



a). l as relaciones entre ejidatarios. Normalmente estas relaciones 
se presentan, en el aspecto productivo, comercial , de intercambio y 
colaboración, asi como de relaciones pol itico-social. 

De manera general la práctica de comercialización del producto se 
real iza mediante el intercambio entre un productor y otro, es decir, la 
economía campesina tiene una lógica racional que permite todavía, hoy en 
día el trueque, como una de las manifestaciones de las tradiciones rurales. 
aunque hay que señalar, que lo anterior se presenta generalmente en 
aquellos que practican una agricultura de autoconsumo. Cabe destacar que 
en el aspecto de intercambio en 10 que a productos agrícolas se refiere, se 
presenta un comercio en la fase precapitalista como lo señala De la Peña. 
No así en aquellos ejidatarios que se dedican al cultivo con fines meramente 
comerciales, ya que su lógica no es la de colaboración, sino el de una 
práctica capitalista en donde está de por medio la ganancia , que se logra a 
través de la disposición de los excedentes que son llevados al mercado 
regional. en donde interviene o se rige bajo los precios que establece la 
oferta y la demanda. 

En el aspecto politico y social , se expresan manifestaciones que si 
bien no tienen la autenticidad y la orig inalidad tradicional, es notoria la 
colaboración y fraternidad, que les permite una relación mas estrecha, que 
generalmente los lleva a tomar decisiones de consenso que les permite 
cierta unidad en los aspectos de interés común. para la toma de decisiones. 

Tienen un peso importante las relaciones de tipo familiar que se 
presentan fundamentalmente en el medio rural , como son las relaciones consanguíneas y afectivas que permiten resolver las dificultades que se 
presentan, a través de la intervención y opinión de los mayores. los que 
reflejan la sabiduría que por experiencia propia y dada su cultura, las 
generaciones que les siguen acatan bajo el entendido de que la opinión es 
la correcta y se asume como guía que evita los disensos y conflictos. 

b). La relación entre los ejidatarios y las organizaciones. Los 
ej idatarios buscan permanentemente la forma de resolver sus problemas. 
Para ello, una opción recurrente es la filiación individual o colectiva a 
organizaciones campesinas de corte oficial o independientes, dependiendo 
del problema, de la coyuntura politica y económica predominante. 
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La relación que guardan los ejidatarios de este muniCipiO con las 
distintas organizaciones, es de interés personal o colectivo, para lo cual 
implementan tácticas que les dan resultado en el logro de sus objetivos 
inmediatos, tales como la negociación, la presión, cabildeo, etcétera, hacia 
las instancias gubernamentales responsables de atender y resolver los 
problemas del ejidatario en materia agraria y agrícola. 

En el devenir de las relaciones colectivas, generalmente las instancias 
o personas que gozan de la mejor posición e influencia, aprovechan esta 
situación para incidir de manera positiva o negativa sobre los ejidatarios. 
de tal forma que en muchas ocasiones encontramos un corporativismo 
manifiesto que se combina con el caciquismo en determinadas 
comunidades, lo que provoca una supeditación y evita la construcción de 
organizaciones fuertes que luchen de manera independiente por la 
obtención de mejores condiciones de vida del campesino. 

Existen organizaciones campesinas denominadas Uniones de Ejidos. 
las que aglutinan a un número importante de ejidatarios. a los cuales les 
sirven para gestionar las demandas, entre las que sobresalen: la asesoría 
técnica y 10 relacionado con los créditos ante las instituciones bancarias y 
otros organismos que manejan esta linea. 

e). Relación de los ejidatarios con las autoridades. Podemos de 
señalar que en los ejidos encontramos las autoridades que representan 
solamente a los ejidatarios y aquellas que incluyen a la totalidad de los 
habitantes de las comunidades, dentro de las primeras podemos señalar al 
comisariado ejidal y su consejo de vigilancia, dentro de las segundas 
destacan las de nivel municipal. estatal y federal . 

En cuanto a la relación que guardan los ejidatarios con las autoridades 
ejidales (presidente del comisariado y consejo de vigilancia ejidal) que ellos 
mismos de manera democrática eligen, se observa un respeto y 
acatamiento a los acuerdos y disposiciones que de ellas emanan, por 
considerar que es para mejorar la convivencia comunitaria que a este nivel 
se presenta. 

En lo que respecta a la relación con la autoridad local municipal 
(comisario municipal), se observa cierto distanciamiento del ejidatario con el 
comisario, debido a que esta autoridad. no es la responsable de atender la 
problemática agraria del núcleo de población en cuestión. Esto no significa 



que exista desacatamiento de los acuerdos que instrumenta el comisario 
municipal , aunque habrá que señalar que en ocasiones se ejercen medidas 
coercitivas aprobadas por la comunidad. 

Por otra parte, se presenta una relación podríamos decir, obligada 
entre los ejidatarios y las autoridades foráneas a nivel municipal. estatal y 
federal. Esta situación es más marcada con aquellas que son responsables 
de atender las cuestiones agrarias así como las agrícolas. Esto sucede 
generalmente porque las políticas que desarrollan las dependencias 
oficiales parten de consideraciones generales y visiones que normalmente 
no corresponden a la problemática existente en el ejido correspondiente, 
aunado a esto dejan de lado la opinión del ejidatario en la toma de 
decisiones trascendentales, por lo que se puede calificar como una relación 
de imposición. 

d). Relación productiva. En este tipo de relación podemos distinguir 
de manera notoria al productor de autoconsumo y al empresarial. La 
relación entre ambos no necesariamente es de colaboración, sino de 
sujeción y de imposición de criterios y políticas del productor a escala sobre 
el de subsistencia. Normalmente el ejidatario que no cuenta con capital , 
con asesoría técnica ni con buenas tierras vende su fuerza de trabajo al 
productor de escala, los cuales generalmente han acaparado grandes 
extensiones de tierras y se dedican a la siembra de cultivos comerciales y 
en algunos casos para exportación. 

En la relación de ambos estratos se observa una marcada diferencia 
en términos sociales, económicos y educativos, que confirman que la 
posesión de la tierra es determinante en la posición social , así como en el 
nivel y calidad de vida que encontramos en el medio rural. 

En lo social se observa que aquellos que desarrollan una agricultura 
de subsistencia, por lo general. viven en la marginación lo que ocasiona 
que para poder complementar su economía, venden su fuerza de trabajo 
dentro o fuera del ejido, con lo cual se provoca la migración , lo que trae 
muchas veces como consecuencia la desintegración familiar y una 
importante pérdida de la cultura y tradiciones en la labranza de la tierra . 

En el aspecto educativo se observa que el nivel de educación de los 
hijos de los ejidatarios, fluctúa escasamente a nivel de primaria por 
dedicarse a la agricultura de subsistencia, ya que a una edad temprana 
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tienen la necesidad de ayudar a los padres en las labores del campo. Y 
aquellos que desarrollan la agricultura empresarial , tiene la posibilidad de 
que sus hijos se dediquen a estudiar ya que no tienen necesidad de 
integrarse al trabajo del campo, por contar con mayores ingresos, lo que les 
permite concluir una carrera profesional sin sobresaltos por cuestiones 
económicas, en instituciones de educación superior en el estado o fuera de 
él. 



CAPITULO V 

CONCLUSIONES, SUGERENCIAS Y RECOMENDACIONES DE 
POLlTICA 

1.- CONCLUSIONES 

Considerando una visión mas participativa y a las políticas públicas 
como parte del campo de las ciencias sociales, entendemos que éstas 
buscan explicar las causas de los fenómenos socio-politicos, mas que 
justificar ideales. Siguiendo a L. Aguilar (1992) que considera que las 
políticas públicas no pueden surgir de manera apriori desde un escritorio, 
sino del proceso mismo de formulación, ejecusi6n y seguimiento de dichas 
politicas, donde participen las variadas disciplinas, los gobernantes y 
aquellos a quienes las palitieas van dirigidas. Formulamos las siguientes 
conclusiones: 

En el marco de la globalización y la liberalización de la economía se 
están desarrollando transformaciones que impactan incluso en el medio 
rural , lo que provoca un estrechamiento de los espacios sociales que había 
ganado el campesinado en nuestro país en el siglo XX. Las modificaciones 
de la legislación agraria aprobadas en 1992, marcan un retroceso en el 
ámbito del desarrollo rural y por otra parte, con la apertura indiscriminada de 
las fronteras para la importación y exportación de productos agropecuarios, 
marcan las nuevas reglas del juego con un entramado jurídico, bajo el cual 
habrá de resolverse el problema del campesino en el aspecto agrario. 

La reforma al articulo 27 conslitucional y a las leyes reglamentarias. 
reflejan con claridad las pretensiones que en materia agraria se tratan de 
implementar en un modelo de desarrollo que se pretende impulsar en el 
campo, con la finalidad de efectuar la liberalización de la tierra . 

Los cambios pueden sintetizarse según Concheiro (1996), en los 
siguientes cinco puntos: 1) se legalizó la compra, venta y renta de parcelas 
ejidales y tierras comunales: 2) las sociedades mercantiles pueden adquirir 
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tierra; 3) se permite la asociación en participación entre inversionistas y 
ejidatarios poniendo estos como capital su tierra; 4) se acabó con el reparto 
de tierras y con ello con el sentido redistributivo_ de la reforma agraria; y 5) 
se abandonó el derecho social agrario para dar paso al derecho mercantil y 
civil . En la argumentación para estas trascendentales modificaciones se 
planteó (y se sigue ratificando a pesar de los efectos que ha generado), que 
la privatización de los recursos naturales (tierra, bosques, agua) se justifica 
como la via mas adecuada para lograr el aprovechamiento racional de los 
recursos, ya que al haber incertidumbre para inversiones a largo plazo estos 
se sobrexplotan; y al no haber seguridad en la tenencia, no se introducen 
nuevas inversiones y tecnologías. 

Por otra parte se puede concluir que la nueva legislación agraria, 
contribuye significativamente al desarrollo de la agricultura comercial, con 
énfasis en la exportación. 

En otro sentido, la reforma en cuestión, se estima que da por 
terminado el reparto agrario, buscando con ello revertir y acentuar la 
concentración de lOS recursos y de la riqueza, trayendo como consecuencia 
repercusiones sobre la población rural , particularmente para la que habita 
en ejidos y comunidades. 

En la actualidad se observa con claridad que los cambios efectuados 
en la legislación agraria, tienen como propósito no solo un cambio en la 
palitica agraria, sino además, cambios en la estructura de alianzas 
históricas del Estado mexicano que conllevan como consecuencia de esto, 
a una nueva relación Estado--soci~ad rural. 

Partimos de la información obtenida en el trabajo de gabinete y 
campo, para arribar a las siguientes conclusiones. 

En el municipio de Iguala existe el minifundio, el cual tiene una 
expresión en lo que a superficie se refiere que fluctúa de 3 a 5 has. y que el 
uso de la fuerza de trabajo en gran medida se sustenta en la familia. Por lo 
anterior se tiene una predominancia de los cultivos de autoconsumo en la 
mayoría de los productores. Aunque por otra parte, encontramos la 
existencia de un número reducido de productores que se dedica a la 
agricultura comercial y un número aún más reducido, a cultivos de 
exportación. 

Con respecto a la reforma del articulo 27 constitucional , se pudo 
detectar que durante el proceso de dicha reforma, no se tomó en cuenta la 



opinión de los destinatarios de esta reforma trascendental en la historia del 
medio rural , por lo que encontramos en la respuesta de los campesinos entrevistados, la inconformidad manifiesta respecto a la forma y proceder 
para efectuar dicha reforma. Ellos consideran que deben de ser tomados en cuenta para la elaboración no solo de las reformas, sino para su puesta en 
práctica. 

Los cambios que se dieron en materia agraria se considera por los campesinos que fueron impuestos por el gobierno, y con ello se canceló la posibilidad al debate en el que se vieran involucrados los actores 
emergentes que bien pudieran participar en el diseno de un política pública real y no haberse quedado como hasta ahora, en una política gubernamental. 

Entre los ejidatarios del municipiO de Iguala, existe una tendencia 
generalizada a conservar su tierra, esto es, que a pesar de que la mayoría de los ejidos se han acogido al programa PROCEDE y cuentan hoy con la certificación parcelaria, no se ha presentado el fenómeno de la venta generalizada de sus parcelas (solo una infima parte lo ha hecho por 
cuestiones de extrema necesidad) ellos aducen, que el conservar su tierra lleva implícito la conservación de su comunidad ya que es el elemento determinante de la identidad campesina así como del patrimonio familiar, además de tener una gran carga social y económica. 

En cuanto a los cambios que ha provocado la modificación de la tenencia de la tierra, estos hasta el momento no tienen una manifestación clara y tangible, entre otras razones podemos atribuirle a que hay resistencia de los campesinos al régimen de propiedad privada. Sin 
embargo, consideramos que esta tendencia puede modificarse de manera significativa en la medida en que los ejidos que no han entrado a este régimen de propiedad puedan observar objetivamente "los beneficios· que esta reforma puede llevar a aquellos que han aceptado en asamblea ejidal pasar del régimen ejidal al de propiedad privada. 

Como se ha señalado antes, de los 16 ejidos y comunidades existentes en el municipio de Iguala, 10 han aceptado el régimen de certificación que se impulsa a través de PROCEDE, 2 ejidos han aceptado entrar a este programa y se encuentran en la fase final, en 3 ejidos existen algunas dificultades tales como: deslindes, desacuerdos en algunos procedimientos pero que a decir de las autoridades de la Procuraduría Agraria (delegación Iguala) próximamente tendrán la aprobación de la 



totalidad de los ejidos y con ello se cubrirá la titulación parcelaria en este 
municipio. 

Al inicio del programa PROCEDE, hubo un gran desconcierto de los 
ejidatarios por desconocer el contenido real de la reforma en cuestión, de tal 
forma que los primeros en entrar en este programa fueron aquellos que 
cuentan con infraestructura de riego o también se encontró que tienen una 
mayor identificación política e ideológica con el partido oficial que hasta 
antes de la administración municipal actual había gobernado en dicho 
municipio (PRI). En los ejidos que han aceptado cambiar de régimen de 
tenencia de la tierra, se puede apreciar de manera visual y en base a la 
información obtenida que las condiciones y calidad de vida no se han visto 
elevadas substancialmente. 

Se observó que en este municipio existe una erosión en su identidad 
cultural, fundamentalmente en las comunidades rurales, esto es atribuible a 
la pobreza y marginalidad, al desarraigo y a la migración campesina que 
ha traído repercusiones considerables en la desintegración familiar, que 
tiene su mas alta expresión en el detrimento de la agricultura campesina. 

En lo referente a los logros que se derivan de la reforma al articulo 
27 constitucional, estos son hasta ahora, imperceptibles dado que no existe 
en el municipio de referencia un programa agrícola complementario que 
posibilite una mejoría en cuanto a nivel y calidad de vida de la población 
rural se refiere, que demuestre las bondades de dicha reforma y solamente 
ha quedado en gran medida en la pura certificación parcelaria de aquellos 
ejidos que han aceptado el cambio. 

Hay que destacar que, considerando la exposición de motivos que 
acompañó a este proyecto de ley para ser sancionada por el poder 
legislativo, existe gran diferencia entre lo declarado con lo realizado en este 
proceso que se está desarrollando en el municipio de Iguala. Esto en gran 
medida se debe al escepticismo de los campesinos, así como la poca 
credibilidad que las dependencias respcnsables de ejecutar este programa 
tienen en el medio rural, así también como la ponderación política que 
hacen de todas las reformas en las que no participan los afectados. Está 
presente también el trabajo que las organizaciones de productores y 
políticas han hecho para oponerse a la ejecución plena de esta reforma. 

En cuanto a la confrontación de lo que se da en este municipio y las 
hipótesis formuladas al respecto en este trabajo, hemos de señalar que de 



acuerdo a lo investigado se puede establecer que efectivamente con esta 
reforma se pretende lograr la confianza y seguridad del capitalista para que 
pueda invertir en el campo mexicano. 

En virtud de que hasta el momento no existe un programa integral por 
el Estado mexicano que contemple la infraestructura, el crédito, asesoría 
técnica, el respeto a sus tradiciones y cultura de organización no se puede 
augurar éxito total de los objetivos que se plantea la nueva ley agraria. 

Esta reforma crea las condiciones para que en un futuro se entre a un 
proceso de concentración de las mejores tierras en pocas personas y con 
ello la posibilidad real de tener estallidos sociales permanentes en el 
campo, si las organizaciones sociales del campo y el gobierno mexicano no 
presentan alternativa de empleo y de vida a la población rural. 

A todo lo anterior hay que señalar la urgente necesidad de elaborar 
estrategias y políticas agrarias en las que sean los campesinos los 
protagonistas, solo de esta manera se podrá aceptar y llevar a feliz término 
una politica pública en el ámbito agrario. 

Considerando que el mercado de tierras, no sólo representa acciones 
de intercambios económicos de la "mercancía tierra", sino intercambios y 
relaciones de poder, de solidaridad, y hasta, de formas distintas de ver la 
vida a través de lo que para cada quien significa la tierra misma, el 
significado social y cultural de la tierra garantiza la preservación de las 
comunidades campesinas; en este sentido, en el diseño de la política 
pública dirigida al campo, necesariamente se tiene que tomar en cuenta la 
cultura, y por lo tanto la participación del sector campesino. 

En el municipio de referencia se observa que en el terreno politice ha 
habido cambios importantes, cabe destacar que actualmente, este 
municipio es gobernado por la oposición (PRD), lo cual puede entenderse 
en buena parte como una nueva relación que se presenta, entre una nueva 
instancia de gobierno y la sociedad rural. Esto también nos puede indicar 
que se está dando una relación mas autónoma en el aspecto político y que 
no tan fácilmente puede seguir teniendo vigencia el corporativismo. Lo 
anterior no significa que los campesinos renuncian a los derechos que tiene 
a disfrutar fundamentalmente de los beneficios de las políticas sociales. 

En el municipio en el que se realizó la presente investigación se 
observó que un alto porcentaje de la población rural, lleva al mercado 
excedentes de la producción agrícola, esto es, participa en el mercado 
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como productor pero de igual manera como consumidor. Cabe también 
destacar que un alto porcentaje de la población rural oferta su mano de obra 
en actividades no agropecuarias. 

En cuanto al mercado de tierras se concluye que no ha existido la 
venta desmedida de sus parcelas aún cuando existen carencias 
económicas considerables. El hecho de que no se halla presentado hasta 
ahora la venta desmedida de tierra es atribuible en una gran medida a las 
tradiciones y arraigo que sobre la tierra tiene el campesinado 

Podemos concluir, que el problema agrícola, consiste en la falta de 
producción y productividad en el campo, así como en la ineficiencia. 
También podemos afirmar que el problema agricola se origina con el 
problema agrario, por lo que en tanto no se resuelva éste, el problema 
agrícola persistirá, de ahí que se hace imprescindible poner énfasis en la 
solución del problema agrario. 

Considerando las limitaciones del método de estudio de caso, en 
donde la ignorancia de los objetivos reales del responsable de las políticas 
es evidente y dado que la posibilidad de tergiversar el criterio de elección es 
frecuente consideramos que no hay decisiones correctas o incorrectas, sino 
sólo opciones coherentes o incoherentes Majone (1994). Ya que el 
establecimiento de normas es una decisión socioeconómica y como tal 
constituye una evaluación implícita de utilidad de la vida humana, de la 
salud y el bienestar. 

De 10 que si estamos seguros es que en el diseño, implementación y 
evaluación de la politica pública en cuestión se debe aplicar una visión más 
participativa, que nos perita entender las causas de los fenómenos socio­
políticos que tienda a ser un agente mas del conocimiento mismo. Méndez 
(1995) . 
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2.- SUGERENCIAS Y RECOMENDACIONES DE POLlTlCAS. 

Quisiéramos, finalmente, apuntar s610 algunas sugerencias y 
recomendaciones de políticas que pueden ser factibles para el caso que nos 
ocupa. Para lo cuál podemos precisar; retomando a Laswell que considera 
que las políticas públicas debían resolver problemas prácticos o materiales 
del hombre y no quedarse o perderse en las divagaciones teóricas, 
filosóficas o epistemológicas, es decir que las políticas públicas permiten ir en la búsqueda del bienestar y solución de problemas prácticos más eficaces. 

Siguiendo a Luis Aguilar (1992), queremos subrayar también otro 
rasgo de las políticas públicas, el que a un gobierno las políticas públicas le 
permiten atacar los problemas con mayor precisión y no desde una visión 
omnicomprensiva y homologadora que en muchos de los casos complica 
más las cosas. Y según Méndez (1995). las politicas públicas permiten al 
Estado tener una visión más precisa desde dentro y por otra parte facilita 
una mayor participación de los grupos que tiene que ver directamente con 
ella. 

Tomando en cuenta lo anterior consideramos que un gobierno por 
politicas es un gobierno a tono con una sociedad civil más diversificada y fuerte . 

Por tal virtud y considerando que la viabilidad agraria de México, en 
buena medida depende del replanteamiento de una estructura de tenencia 
de la tierra, se hace necesario que se consideren las tendencias 
modernizantes, que posibiliten la eficiencia y eficacia en la aplicación y 
asignación de los factores de producción del país y que permita ampliar el 
mercado interno e incremente significativamente el ingreso nacional y al 
mismo tiempo se esté en posibilidades de exportar productos agricolas, que 
nos brinden ventajas comparativas. 

En buena medida lo anterior se logrará, al parecer si es posible 
optimizar la mano de obra rural y la tierra que hoy se encuentran 
subocupadas, por medio de la generación de un minifundio rentable e 
integrado verticalmente a figuras asociativas de segundo nivel para fines de 
abasto y comercialización de insumas y producción. Esto último, tal vez 
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vaya en contra de los intereses del capital financiero y de los grandes 
empresarios agropecuarios del país, pero no es utópico. 

En las condiciones actuales de crisis, de recortes permanentes al 
presupuesto del gasto público, hoy más que nunca se hace necesario la 
constitución de una instancia en la que las organizaciones sociales del 
campo y del gobierno, elaboren una politica pública agraria en la que se 
consideren políticas sociales (no asistenciales) que den respuesta a la 
población rural en lO que respecta a empleo, educación, salud, vivienda, 
seguridad social entre otras cosas. En síntesis lO que se sugiere es la 
elaboración de una politica pública que posibilite el desarrollo integral del 
medio rural. 

Todo lo anterior lleva implícito la apropiación de los procesos 
productivos y el desarrollo de la autonomía campesina, la atención y 
mejoramiento del nivel y calidad de vida de los campesinos y la vida 
democrática interna de la sociedad rural. 

Atendiendo a las necesidades actuales de desarrollo del país en 
general y del municipio de Iguala en particular, y considerando que el campo 
de lo público involucra o debería involucrar a la sociedad civil se hace 
necesario e imprescindible diseñar una polftica pública globalizadora, 
integradora y participativa que contemple, la estratificación y jerarquización 
de los problemas públicos, rurales y urbanos; agrarios y agrícolas, con la 
participación de organizaciones no gubernamentales, incluso de la empresa 
privada, que pueden participar en la elaboración y ejecución del bien 
publico. 

Con la participación de los campesinos en la elaboración de la política 
pública agraria, estaremos dándole el reconocimiento hasta ahora negado 
en estos procesos. La irrupción en la vida pÚblica de este sector, ha ido 
ganando el espacio y reconocimiento público. La tierra tiene para ellos un 
significado especial de acuerdo a su cultura, por este motivo proponemos se 
realice una consulta sobre la propiedad y uso del suelo, con el objeto de 
regularlo y fortalecer la economla campesina en los niveles de ejido y 
municipio. 

Dicha politica debe tener como objetivo la búsqueda del 
fortalecimiento del minifundio, volviéndolo más productivo. 



Las condiciones políticas actuales del Municipio de Iguala, Gro., son 
favorables debido a que en la actualidad como hemos dicho, el municipio 
está gobernando por el PRO y las relaciones que se manifiestan entre 
ciudadanos y gobernantes tienen un mayor grado de tolerancia y 
sensibilidad hacia la situación prevaleciente entre los habitantes. Por ello 
consideramos que es posible establecer un proceso de consulta a nivel de 
ejido y municipio que tienda al establecimiento de una estructura 
organizativa que recoja las opiniones y propuestas de la comunidad. 

Para poder hacer una propuesta integral, consideramos que debe 
definirse perfectamente el problema siguiendo un esquema metodológico 
que considere la estratificación de problemas para poder llegar a contar con 
un diagnóstico realista y en función de ello hacer la propuesta adecuada 
para cada caso. 

En el aspecto que concierne al presente estudio, se sugiere realizar el 
diagnóstico acerca del uso de la tierra, el producto, destino y beneficio 
obtenido por el ejido y en general por el municipio para llegar a determinar el 
impacto en la población urbana y de manera específica en el rural. De igual 
manera proponemos realizar el estudio del uso común del ejido y beneficio 
que se obtiene, lo mismo se propone para los solares urbanos. 

De todo lO anterior se desprende una propuesta regulatoria , de control 
y supervisión que permita al público usuario participar activamente, no sólo 
en la elaboración sino en la ejecución y evaluación de la política agraria que 
pasarla a ser de interés y participación del público. 

Siguiendo la línea de trabajo enmarcada. podemos afirmar que el 
objetivo de que ejidatarios y pobladores de las distintas comunidades 
participen en el proceso de la definición del problema, de la formulación de 
la política, de la instrumentación y evaluación de dicha política tiene como 
fin el fortalecimiento de su soberanía en la búsqueda de mayores y mejores 
niveles de vida que conduzcan a elevar la calidad de vida de la población rural. 

De lo anterior podemos hacer las siguientes consideraciones: 

1. A nivel de ejido existe el Programa de Certificación de Derechos Ejidal y 
Titulación de Solares Urbanos (PROCEDE ), derivado de la reforma al 27 
constitucional, cuyo establecimiento oficial se da en 1993, que tiene la 
finalidad de regularizar los derechos sobre la tierra parcelada y de uso 
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común, el área de asentamiento humano y los solares, así como el de 
señalar con precisión los límites de cada ejido, de cada parcela y de cada 
solar y de reconocer los derechos de posesionarios y avecindados que 
trabajan tierras ejidales o habitan en la zona de asentamientos humanos, 
Para lo anterior planteamos lo que arriba hemos señalado; el 
ordenamiento territorial debe ir necesariamente acompañado con el 
reglamento interior del ejido en donde como lo hemos dicho 
anteriormente, deben participar activamente en este proceso, los 
pobladores del ejido y del municipio. 

2. Existiendo la figura de la Junta de Pobladores en la que de manera 
decidida pueden participar las autoridades municipales y los habitantes 
para la discusión, formulación, aprobación y ejecución de la política a 
seguir estaremos garantizando que lo acordado en lO referente al 
ordenamiento territorial se cumpla satisfactoriamente aplicando las 
restricciones que los habitantes de determinada comunidad crean 
conveniente para la convivencia y ascenso a su mejoramiento de su nivel 
de vida. 

3. El PROCAMPO y PRODUCE son programas en el que tiene poca o 
ninguna participación el ejido, por lo que proponemos que para poder ir 
construyendo y arribar a la implementación de una política pública, sea la 
asamblea ejidalla que decida el destino del PROCAMPO y el carácter del 
PRODUCE, de tal manera que la producción beneficie realmente al 
campesino, con lo que estaríamos propiciando o inaugurando una nueva 
ruralidad. 

4. Por otra parte y atendiendo a los procedimientos legales y abiertos al 
público usuario se debe dar la publicidad pertinente así como la 
información por parte de los participantes de la política hacia la sociedad 
en general. 

Todo lo anterior debe conocerse en el marco de un proceso de 
democratización que dia a dia se vaya consolidando hasta volverlo 
irreversible que abarque los rincones más apartados del medio rural. 

Finalmente consideramos pertinente intentar implementar estas 
medidas, en estos momentos de transición hacia la democracia que se 
manifiesta en los avances de gobierno a nivel municipal y estatal para 
fortalecer el mejoramiento del nivel y calidad de vida de los habitantes del 
medio rural. 



ANEXOS 

ENCUESTA DE LA INVESTIGACiÓN 

1. Identificación del informante: 
1. Nombre: 

2. Edad:-,-___ _ 
3. Lugar de 

nacimiento: _____________________ _ 
4. Sexo: ____ _ 

1. Historia de la familia. 
2. Cuanta tierra tuvo o tiene su 

padre: ___ -,-,----,-cc--;-____________ _ 
3. De que manera obtuvo Usted su 

tierra:.,,-==-,,-"7-=:--:-:-::-:,-:--,,:-_____________ _ 
4. Si ha rentado su tierra ¿por que 

motivo?: ______________________ _ 

5. De que manera se han hecho de tierra sus 
hermanos:.,..,.,.."....",-:-::-:-".,-,-,-,..".,...".,.".,-:--:-_________ _ 6. De que manera se han hecho de tierra sus Hijos: _____________________ _ 

1. Grado de participación en la comunidad: 
3. De que manera participa Usted en las decisiones del pueblo: ____________________ _ 

IV. Sobre la tierra: 
1. Las parcelas las trabaja o las 

arrenda:--:'7'_'7''7':-_--,-'7'.,--,_= __ .,-_ _____ _ 2. ¿Qué produjo en la (s) parcela (s) en los últimos dos 
aflos?::::-:=:-c:::-::-:--:-",-:-:-::c-: _______________ _ 

3. ¿cuanto vale mas o menos su 
tierra? ____________________ ___ _ 



4. ¿Qué le da va lor a la 

tierra?::--:-c:-:-:-:-:,..,.:-:-:-::-:;:-;:_---------------
5. ¿cuanto cuesta la renta de su 

tierra? 
6 . ¿Sih=a~v~e~n~d~id~o~t~ie~ r=ra,..,.po =r~q=u=e;:-----------------

motivo?_~---:-,----~""7~------------
7. ¿Tiene usted segura la tenencia de la 

tierra? 
8. ¿Có m-o-r-eco~n-oce--n-e-n-e-:-l;-p-:-u-e-:b-:lo""7la-p-r-o-p,-ie-d;-a-:d-d:-e""'l:-a--------

tierra?==-:-:::-;-;:-:;::-;:-==-::-:=~==;:-=;:-::-:===::----
9. ¿Cuáles son los documentos mas comunes para reconocer la 

propiedad de la 
tierra? _______________________ _ 

1. Significado de la tierra. 
5. ¿Porqué es importante tener 

tierra?.,...,;:-:-:-:.,...,-:-:==~,__;_;:_::_:_==_:__:__:_=,____:_::_:_:_,.".-_,__,___- -
6. De que manera participan en las decisiones del pueblo los que no 

tienen 
tierra: _______________________ _ 

7. ¿Si usted vendiera su tierra a quién se la 
venderia?..,..,-;--=,-,-==,-,-".,-=::-:-:-::==-:-:,---______ ___ 

8. ¿Si usted se fuera a vivir a otro lugar, venqeria su 
tierra?_-,---.,-_--,----c,---.."--,,.._-,--____________ _ 

9. ¿Para usted que significado tiene la 
tierra?,---_-,_,---_--,-___ --:-.,--""7"7"--.,-----:---:-;--:;,-----

10. ¿Qué es mejor herencia para sus hijos la tierra o la educación?-

VI. Historial del ejido: 
Localidad: 

t. ¿En qué fecha fue creado el 
ejido? _____ ________________ _ 

2. ¿Con cuántas hectáreas de cultivo cuenta? ¿Cuántas de agostadero? 
¿Cuantas de riego? ¿Cuántas de 
temporal? _____________________ _ 



3. ¿Qué tiempo tiene trabajando con las tierras? _______________________ _ 

VII. Información acerca de la reforma: 

1.¿Sabe que el artículo 27 constitucional se reformó? ______________________ _ 

2¿Cuál es su opinión sobre la reforma al artículo 27 constitucional? _________________ _____ _ 

3¿Fue consultado para reformar el articulo 27? _ ___________ _________ _ ___ 

4¿En qué fue beneficiado Ud. y su ejido con esta reforma? ______________________ _ 

5.¿En qué fue pe~udicado Ud. y su ejido con esta reforma? ____________________ __ _ 

6¿Está de acuerdo en que su tierra ejidal pase a ser propiedad pnvada? ______________________ _ 

7 ¿Qué se debe hacer para agilizar la transferencia a propiedad privada? _ _ _____ ____ _ _ ________ _ _ 

8¿La privatización le da seguridad en la posesión de su parcela? ___________ _ __________ _ 

9¿l a privatización le garantiza mayores créditos? ______ ________________ _ 

'}') 



10¿La privatización le garantiza asesoría 
técnica? ______________________ _ 

11 .¿Usted tiene confianza en los postulados que hacen las autoridades 
a9raoas? ______________________ _ 

12.¿Usted piensa que vivirá mejor o peor con la reforma al 27 
constitucional? 

13.¿Cuál será su cooperación para poner en práctica esta 
reforma? 

14.¿Cuáles son los cultivos que siembra de regadío y de 
temporal? 

Iguala. Gro. mayo de 1998 
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